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RESU MEN 

 

Este D ocum ento de Trabajo ofrece un panoram a institucional y un análisis com parativo de las 
experiencias en Transferencias M onetarias Condicionadas (TM C) de El Salvador (Red Solidaria) y 
Paraguay (Tekoporã). Enfocam os en las contradicciones y tensiones potenciales que em ergen 
de los dos objetivos de estos program as, es decir aliviar la pobreza a corto plazo y rom per el 
círculo intergeneracional de la pobreza a través de la acum ulación de capital hum ano. 
Tam bién exam inam os cóm o am bos program as encaran estas tensiones y com param os sus 
abordajes a la problem ática de la im plem entación, así com o sus factores adm inistrativos e 
institucionales. A rgüim os que tem as de la econom ía política desem peñan un papel 
im portante en las decisiones tom adas con relación a los criterios de focalización, el m onitoreo 
de las condicionalidades, la ‘graduación’ y las reglas de salida del program a. Estas 
características de los program as no necesariam ente son congruentes puesto que se apoyan en 
razonam ientos diferentes. Estos problem as podrían exacerbarse en un escenario que es 
com ún en m uchos países en desarrollo y que se caracteriza por lim itaciones en la capacidad 
financiera e institucional y, a veces, por escaso apoyo político para un program a TM C. 
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1  INTRODU CCIÓ N 

En los últim os 10 años se han llevado a cabo program as de Transferencias M onetarias 
Condicionadas (program as TM C) en m uchos países latinoam ericanos. Las evaluaciones de la 
prim era generación de program as TM C im plem entados en países de ingresos m edios, tales 
com o M éxico y Brasil,1 m uestran un éxito considerable en la prestación de asistencia social y 
en el alivio de la pobreza a corto plazo, a la par que abordan la transm isión intergeneracional 
de la pobreza con incentivos para la inversión en capital hum ano (fundam entalm ente 
educación, salud y nutrición). Estos resultados han conducido a m uchos gobiernos y 
organizaciones internacionales de desarrollo a considerar estos program as com o una m anera 
efectiva de prom over la protección social y contribuir a la consecución de los O bjetivos de 
D esarrollo del M ilenio (O D M ). 

D e todos m odos, aún existen dudas acerca del potencial de los program as TM C en 
aquellos países con lim itaciones institucionales y financieras de envergadura. Contar con una 
coordinación institucional fuerte y fondos para cubrir un periodo de tiem po razonable son 
requisitos básicos para el éxito de los program as TM C. Estos requisitos constituyen un reto 
im portante para países con escasa coordinación institucional entre los gabinetes m inisteriales 
y/o estam entos del gobierno, pesadas restricciones presupuestarias para la inversión social, así 
com o la virtual ausencia de una tradición en planes am plios de protección social. 

U n análisis riguroso del diseño e im plem entación de program as TM C en estos países 
podría esclarecer cóm o procedieron ante estos retos y cuáles son las posibilidades, lím ites y 
problem áticas del caso. En este sentido, deberían explorarse varios aspectos, incluyendo el 
diagnóstico de las causas de la pobreza, la estrategia program ática con relación a la 
focalización, la im plem entación y el m onitoreo de las condicionalidades (a veces denom inadas 
‘corresponsabilidades’), la capacidad adm inistrativa y la coordinación de program as TM C con 
intervenciones a nivel de la oferta (Britto, 2005; de la Brère y Raw lings, 2006). 

A  fin de abordar estas problem áticas, este estudio ofrece una reseña institucional y un 
análisis de las experiencias en transferencias m onetarias de El Salvador (Red Solidaria) y 
Paraguay (Tekoporã). Los program as TM C com enzaron en el año 2005 en am bos países. Puesto 
que se trata de iniciativas relativam ente recientes, tuvim os la oportunidad de exam inarlas 
cuando se estaban realizando los ajustes y tom ando decisiones difíciles respecto de 
m odificaciones en el diseño o en las estrategias de im plem entación. N uestro análisis se basa 
en los docum entos, inform es y estudios disponibles sobre cada program a, así com o en 
entrevistas sem i-estructuradas y/o discusiones de grupos focales con actores claves y partes 
interesadas estratégicas (funcionarios del gobierno y de organism os donantes, coordinadores 
de program as, trabajadores de cam po, investigadores locales, líderes com unitarios, y grupos 
beneficiarios así com o no-beneficiarios). 

En particular, nuestro estudio brinda un panoram a com parativo de las características 
principales de cada program a y la estrategia de im plem entación utilizada por cada uno de 
ellos. Sobre la base de este enfoque com parativo, nuestro estudio busca lecciones y 
conocim iento en torno a las im plicancias en m ateria de políticas de estas dos experiencias que 
no sólo podrían contribuir a su desarrollo futuro sino tam bién al diseño de program as de 
transferencias m onetarias en otros países en desarrollo con características sim ilares. 
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2  DISEÑ O E IMPLEMENTACIÓ N DE PROG RAMAS TMC: 
PROB LEMÁ TICAS SU B Y ACENTES 

Tal com o señalado por H anda y D avis (2006), existen contradicciones internas y tensiones 
potenciales entre los elem entos de los program as TM C que se han m anifestado a m edida que 
se m ultiplicó la im plem entación de estos program as en todo Latinoam érica. Estas 
contradicciones tienden a exacerbarse en países con lim itaciones institucionales y financieras 
para la im plem entación de program as TM C. En general, los program as TM C tienen dos 
objetivos: 1) fom entar la acum ulación de capital hum ano en fam ilias pobres, particularm ente 
en los niños, a fin de rom per la transm isión intergeneracional de la pobreza; y 2) aliviar la 
pobreza a corto plazo. 

Se ha sostenido que los program as deberían enfocarse especialm ente en los objetivos de 
capital hum ano y que debería potenciarse la eficiencia en la utilización de los fondos para las 
TM C m ediante m ejores estrategias de focalización (D e Janvry y Sadoulet, 2006). En este 
sentido, H anda y D avis (2006) han argum entado que, por m otivos políticos, se suele enfatizar 
el segundo objetivo, es decir la reducción de la pobreza a corto plazo. U na tensión potencial 
em ana del hecho de que la m eta del alivio de la pobreza a corto plazo puede poner en jaque 
algunos de los rasgos operativos de un program a enfocado en el objetivo de acum ulación de 
capital hum ano. 

Sin em bargo, los program as TM C pueden ser evaluados desde la perspectiva contraria. El 
alivio de la pobreza puede ser el objetivo principal y se agregan objetivos de capital hum ano 
para obtener el apoyo político de la población general. D e hecho, H anda y D avis (2006) indican 
que a veces se incluyen las condicionalidades en los program as de transferencia m onetaria a 
fin de obtener el apoyo de la clase m edia que, se cree, no considera aceptable entregar dinero 
a los pobres sin requerir algo a cam bio, por ej.: que envíen a sus hijos a la escuela o asistan a 
clínicas de salud. 

Según este punto de vista, las condicionalidades serían necesarias para lograr que los 
pobres asum an responsabilidad por su propio bienestar en lugar de depender de un 
paternalism o centrado en el Estado. M olyneux (2006) arguye que este énfasis en la 
responsabilidad individual y auto-ayuda ha sido un fuerte com ponente de la “N ueva A genda 
de Pobreza”, en la que se ha basado el diseño de m uchas iniciativas para la reducción de la 
pobreza en Latinoam érica, inclusive de program as TM C. 

A  prim era vista, enfocarse en cualquiera de los dos objetivos podría parecer que no incide 
en el resultado de los program as pero, al analizar detalladam ente, el dilem a entre los dos 
objetivos se vuelven m uy evidentes y se m anifiestan en por lo m enos tres dim ensiones 
program áticas: a) en la estrategia de focalización; b) en el m onitoreo de las condicionalidades y 
las lim itaciones de im plem entación que im ponen; y c) en las reglas de salida (o ‘graduación’) y 
en los m ecanism os para la incorporación de nuevos beneficiarios. 

Respecto de los criterios de focalización, el enfoque en la acum ulación de capital hum ano 
podría dejar afuera de los program as a segm entos im portantes de la población pobre, 
especialm ente los ancianos y los discapacitados. En un contexto así queda claro que los 
program as TM C no pueden ser considerados com o una estrategia integral de reducción de la 
pobreza y/o protección social.2 Esta característica sería aún m ás evidente si se adoptara una 
estrategia de ‘focalización eficiente’, es decir, si los hogares con m ayor probabilidad de enviar y 
retener a sus hijos en la escuela fueran los que m ás probablem ente se convertirían en 
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beneficiarios del program a. Esto resultaría de un enfoque que busca m axim izar los im pactos 
del program a en los resultados de capital hum ano (a través de la incidencia sobre las tasas de 
asistencia escolar y abandono escolar) a bajo costo. Las razones detrás de este tipo de enfoque 
serían abaratar los program as TM C y hacerlos m ás efectivos por m edio de una focalización m ás 
estrecha de los recursos. 

Fácilm ente se puede extraer la analogía entre un enfoque de este tipo y una estrategia de 
reducción de la pobreza que diera prioridad a aquellos hogares m ás próxim os a la línea de 
pobreza, antes que a aquellos m ás hundidos en la pobreza. En este caso, la estrategia de 
focalización eficiente buscaría m axim izar el im pacto en la m ayor cantidad de personas pobres 
antes que reducir la brecha de la pobreza. Em pero, este abordaje de focalización tendría 
sentido sólo cuando el objetivo que rige el program a TM C fuera la acum ulación de capital 
hum ano, con escaso interés en el alivio de la pobreza a corto plazo.  

A  pesar de abogar por un enfoque en el capital hum ano, ni la Red Solidaria ni Tekoporã 
han adoptado un criterio de focalización basado en el principio de m axim izar el im pacto sobre 
los indicadores de capital hum ano, tales com o las tasas de m atrícula o asistencia escolar. 
A m bos program as incluyeron prim eram ente la focalización geográfica y luego la focalización 
de hogares. El Salvador utilizó un enfoque de focalización universal de la población elegible en 
los 32 m unicipios m ás pobres utilizando  una m etodología de análisis de prueba de m edios 
(proxy-m eans testing) para otros m unicipios. Por su parte, Paraguay utilizó un índice 
m ultidim ensional para estim ar la pobreza no m onetaria que es m uy sim ilar al adoptado por 
Fam ilias en Acción en Colom bia y Progresa/O portunidades en M éxico. 

Por lo tanto, en m ateria de estrategia de focalización, el alivio de la pobreza a corto plazo 
parece ser el objetivo m ás im portante de am bos program as. La argum entación de que dicho 
objetivo debería com patibilizarse con la acum ulación de capital hum ano se basa en la idea de 
que es m ás probable que los hogares m ás pobres carezcan de crédito y por lo tanto sufran una 
sub-inversión socialm ente indeseable en el capital hum ano de sus hijos. Por este m otivo, la 
pobreza – ya sea m onetaria o m ultidim ensional – podría ser utilizada com o criterio de 
focalización de un program a TM C con enfoque en el capital hum ano. 

El papel de las condicionalidades es un tem a im portante en sí m ism o.3 Su relevancia en 
este estudio se debe a que se vuelven esenciales en un program a TM C cuando la acum ulación 
de capital hum ano es el interés principal. Por ejem plo, podría retrasarse la inclusión de áreas 
pobres distantes en el program a debido a lim itaciones en la oferta que obstaculizan el 
cum plim iento y el m onitoreo de las condicionalidades, tal com o ocurrió en la fase inicial del 
renom brado Progresa en M éxico. Es m ás, en países con lim itada coordinación institucional, el 
m onitoreo del cum plim iento de las condicionalidades puede representar una parte 
considerable del costo global del program a, tanto en m ateria m onetaria com o en tiem po 
invertido por los diseñadores del program a para coordinar el m onitoreo de las 
condicionalidades con los eventos de pago a beneficiarios. Este proceso im plica una estrecha y 
sincronizada coordinación entre los gabinetes m inisteriales y la agencia ejecutora, y entre ésta 
últim a y las instituciones o socios locales encargados de m onitorear a nivel de las bases. 

A dem ás, las contradicciones entre am bos objetivos pueden ser particularm ente notorias 
al diseñar las reglas de salida o de ‘graduación’ del program a y los m ecanism os para la 
incorporación de nuevos beneficiarios. Si el enfoque del program a es la acum ulación de 
capital hum ano, entonces es razonable argum entar que el apoyo m onetario debería prestarse 
durante la totalidad de los ciclos básicos de educación y salud. Sin em bargo, la m ayoría de los 
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program as TM C en Latinoam érica tienen un lím ite de tiem po de tres años en prom edio para la 
perm anencia de los hogares en el program a.4 D espués de este plazo, se re-evalúa la condición 
de pobreza de las fam ilias y éstas podrían quedar excluidas del program a.  

D os razonam ientos justifican este abordaje: a) evitar la dependencia, que term ina 
sacrificando el im pacto a largo plazo en el capital hum ano de los m iem bros jóvenes del hogar 
debido a inquietudes en torno a los posibles im pactos negativos en la oferta laboral de los 
m iem bros adultos; y b) darle la oportunidad a m ás fam ilias, tal vez m ás pobres, de participar en 
el program a en un contexto de financiam iento lim itado. Esto últim o no corre en el caso de El 
Salvador y Paraguay puesto que no planean incorporar a nuevos beneficiarios una vez 
com pletado el procedim iento de selección en un m unicipio dado. Por ende, tal com o estan 
diseñados en la actualidad, el abordaje de estos program as es estático y focalizan sólo en la 
generación actual de los m enores de 15 años. 

Iniciativas con program as TM C m ás recientes (los denom inados program as TM C de 
tercera generación), sobre todo inspirados en el com ponente de Program a Puente de Chile 
Solidario,5 enfatizan el trabajar conjuntam ente con las fam ilias beneficiarias para que éstas 
puedan encontrar las ‘salidas’ a su actual condición de pobreza. Este abordaje debería 
im plicar la integración con otras políticas y program as en el m arco de una estrategia de 
desarrollo m ás am plia. 

Éste parecería ser uno de los ‘aspectos nuevos’ que están presentes en los program as TM C 
tanto en El Salvador com o en Paraguay. En El Salvador, uno de los com ponentes de la Red 
Solidaria es una ‘red de sostenibilidad fam iliar’ que ofrece m icro-crédito y prom ueve proyectos 
productivos en los m unicipios donde se está im plem entando el program a. En Paraguay, el 
com ponente de apoyo fam iliar recurre a ‘guías fam iliares’ para desarrollar una estrategia 
conjuntam ente con las fam ilias beneficiarias para m ejorar su potencial productivo y apoyar la 
organización de com ités de beneficiarios productivos. 

La cuestión clave ahora es saber cóm o estas ‘estrategias productivas’ encajan en el 
m arco lógico del program a y cóm o interactúan con los otros objetivos program áticos.  
Por ejem plo, ¿reducen las contradicciones potenciales o las agravan? ¿Reciben suficiente 
financiam iento y prom ueven sinergias efectivam ente con las contrapartes del program a 
TM C? ¿Se han desarrollado tecnologías para diseñar program as a la m edida de las 
necesidades de los beneficiarios? 

El ‘apoyo integral’ que ofrecen estos program as a los hogares beneficiarios busca 
acrecentar el capital financiero, social y hum ano de los m iem bros adultos de la fam ilia de tal 
m odo que ellos puedan m ejorar sus condiciones de vida de m anera sostenible, de esta m anera 
potenciando sus posibilidades de salir de la pobreza al ‘graduarse’ del program a. Este abordaje 
desplaza el enfoque en la acum ulación de capital hum ano a actividades de corto y m ediano 
plazo que podrían fungir com o estrategias de salida de la pobreza. Este desplazam iento hacia 
oportunidades económ icas, em poderam iento y actividades de generación de ingresos para los 
m iem bros adultos del hogar beneficiario surgió com o respuesta a la crítica de que los 
program as TM C no cam bian la situación de pobreza de la fam ilia a corto plazo y podrían 
incluso generar dependencia.6 

A l igual que con el costo de las condicionalidades, acá vem os la problem ática del costo de 
estas estrategias de desarrollo m ás integrales en el m arco de la protección social. Contratar a 
guías fam iliares u O N G  para trabajar con las fam ilias beneficiarias puede reducir los fondos 
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disponibles para incorporar a un m ayor núm ero de beneficiarios (elegibles). Cabe destacar que 
se desarrolló el m odelo Puente/Chile Solidario basado en la existencia de una población de 
extrem adam ente pobres que no se benefician del crecim iento económ ico general. Puede que 
este m odelo no proceda en países con pobreza extrem a y m oderada generalizada y donde no 
se ha desarrollado adecuadam ente la infraestructura social y económ ica. 

Por últim o, una consideración im portante en países con lim itaciones institucionales y 
financieras es la influencia sustancial de organism os y consultores internacionales de 
program as TM C  en la concepción de los program as nuevos. Esto incide en el diseño y en los 
objetivos iniciales del program a conduciendo a problem as en su aplicabilidad al contexto 
local, al país y, com o resultado, en los im pactos y la sustentabilidad del program a. 

En las siguientes secciones discutirem os cóm o se m anejaron Red Solidaria y Tekoporã 
frente a los retos planteados por el diseño y la im plem entación de program as TM C a la luz de 
las problem áticas arriba descritas. 

3  U NA RESEÑ A DE RED SOLIDARIA Y  TEK OPORÃ  

3.1  O RÍG EN ES Y O BJETIVO S 

Tanto la Red Solidaria en El Salvador com o el program a piloto de Tekoporã en Paraguay se 
iniciaron oficialm ente en el año 2005, pero con orígenes diferentes. M ientras que la 
transferencia focalizada de ingresos ya estaba m encionada en el plan de gobierno presentado 
por el candidato del partido derechista electo (A ntonio Elías Saca de la A lianza Republicana 
N acionalista – A REN A ) en las elecciones presidenciales del 2004 en El Salvador7, en Paraguay la 
prim era sugerencia de un plan de transferencias m onetarias surgió de un com ité técnico 
encargado de diseñar la Estrategia N acional de Lucha contra la Pobreza. 

El plan de gobierno del Presidente A ntonio Elías Saca para el m andato presidencial 2004-
2009 contem pló la creación de una red de seguridad social para la población m ás vulnerable 
de El Salvador. Este docum ento define protección social com o el conjunto de políticas públicas 
que apoya a los m ás pobres y a los m ás vulnerables, ayudándoles a superar los factores de 
riesgo. Por ende, contaba con un enfoque de gestión de riesgo. En este abordaje, la protección 
social debería potenciar el capital hum ano com prendiendo tanto políticas para el m ercado de 
trabajo com o las transferencias m onetarias focalizadas. El diseño conceptual de la Red Solidaria 
ocurrió entre el 2004 y inicios del 2005, y el program a fue oficialm ente lanzado por decreto 
presidencial en m arzo de 2005.8 El BID  y el Banco M undial participaron estrecham ente en el 
diseño inicial de la Red, que tam bién se benefició de consultorías de peritos y directores de 
program as de otros program as TM C im plem entados en Latinoam érica. 

En Paraguay, los orígenes de Tekoporã yacen en la firm a del gobierno de la D eclaración 
del M ilenio en el año 2000. El gobierno tom ó la decisión de apoyar la form ulación de una 
Estrategia N acional de Lucha contra la Pobreza que abarcaría un conjunto de acciones y 
program as en el sector social con enfoque en la reducción de la pobreza.9 En los prim eros 
borradores de la estrategia surgió la idea de una transferencia m onetaria. Esto se debió 
principalm ente a las m isiones que los m iem bros del equipo técnico habían realizado a otros 
países latinoam ericanos, especialm ente Brasil, Chile, Colom bia y M éxico a fin de obtener 
conocim iento detallado de los program as TM C ahí em plazados (Rivarola, 2006). En noviem bre 
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de 2003, ya bajo otro gobierno, se creó un equipo encargado del diseño del program a TM C 
con apoyo técnico y financiero del BID  (U S$ 380.000). 

Sin em bargo, la idea de im plem entar un program a de transferencias m onetarias fue 
acogida con cierta inquietud por segm entos del gobierno y la sociedad civil en Paraguay. La 
percepción era que darle dinero a los pobres – incluso con condicionalidades adheridas – no 
sería una form a apropiada de com batir la pobreza debido al im pacto negativo previsto en la 
oferta de trabajo. Era fuerte la percepción de que el program a podría generar dependencia. 

D ebido a esta resistencia, el equipo encargado del diseño organizó una conferencia 
internacional en julio de 2004 para presentar un borrador de la Estrategia N acional de Lucha 
contra la Pobreza y para exhibir varios program as TM C latinoam ericanos. D espués de esta 
conferencia, la idea de un program a TM C obtuvo apoyo y el gobierno com enzó a preparar su 
lanzam iento. Tekoporã no fue lanzado m ediante una legislación específica sino que se 
introdujo a través de la ley presupuestaria correspondiente al año 2005. 

La legislación de Red Solidaria (el arriba m encionado decreto ejecutivo) sentó las bases del 
program a en m ateria de objetivos, duración, recursos asignados y coordinación institucional, 
estableciendo que el objetivo de Red Solidaria es asistir a fam ilias extrem adam ente pobres 
m ediante m ejoras a corto plazo en su salud y nutrición m aterno-infantil, educación básica, así 
com o m ejoras en el sum inistro de agua potable, saneam iento, electrificación y cam inos a las 
com unidades rurales m ás pobres del país. 

El program a abarca los siguientes com ponentes descritos com o herram ientas para 
am pliar las oportunidades disponibles a la población desfavorecida para m ejorar sus 
condiciones económ icas y sociales: 1) La Red de Solidaridad Fam iliar, com puesta de 
transferencias m onetarias condicionadas y sesiones form ativas para las fam ilias beneficiarias; 
2) la Red de Servicios Básicos com puesta de program as a nivel de la oferta en educación (Red 
de Escuelas Efectivas), salud y nutrición (Extensión de Servicios de Salud), y m ejoras y re-
acondicionam iento de la infraestructura básica (agua potable, saneam iento, electrificación y 
cam inos rurales); y 3) La Red de Sostenibilidad Fam iliar com puesta de proyectos productivos y 
planes de m icro-crédito en los m unicipios focalizados. 

A  falta de un docum ento legal que establezca los objetivos y los detalles de la 
im plem entación del Tekoporã es necesario exam inar los m anuales operativos10 en los que se 
presenta el m arco lógico, com o la fuente principal de inform ación institucional sobre los 
objetivos y el enfoque establecidos para el program a. Según los m anuales, el objetivo principal 
del Tekoporã es reducir el núm ero de hogares que vive en extrem a pobreza a través de 
transferencias m onetarias condicionadas para fam ilias que llevan a cabo ciertas acciones 
dirigidas a desarrollar el capital hum ano de sus m iem bros. Com o objetivos secundarios los 
m anuales m encionan: 1) aum entar los gastos en alim entos y 2) aum entar los gastos en los 
insum os requeridos para m antener un nivel nutricional adecuado en los niños y asegurar su 
asistencia escolar.11 

Existen claras sem ejanzas entre los dos program as: a) am bos se concentran en los 
extrem adam ente pobres com o la población m eta; y b) am bos se concentran en resultados de 
nutrición y educativos. Sin em bargo, una m arcada diferencia es el com ponente de 
infraestructura de la Red Solidaria, con su enfoque en el acceso a agua potable, saneam iento, 
electricidad y cam inos rurales. A m bos program as com parten el diagnóstico de que una de las 
causas de la pobreza es el bajo nivel de capital hum ano de los extrem adam ente pobres. 
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Por lo tanto, su m eta principal es rom per el círculo intergeneracional de la pobreza 
m ediante transferencias m onetarias que, si bien alivian la pobreza a corto plazo, tam bién están 
condicionadas a ciertas acciones, tales com o visitas periódicas al centro de salud y asistencia 
escolar. Tam bién está el m ensaje explícito de que la prestación m onetaria debería ser invertida 
en los m ejores intereses de sus hijos, es decir en rubros que m ejorarían su estado nutricional y 
su desem peño en la escuela. 

3.2  PO BLA CIÓ N  M ETA , H ERRA M IEN TA S PA RA  LA  FO CA LIZA CIÓ N ,  
CO BERTU RA  Y M ETA S 

D ados sus objetivos, la población m eta de am bos program as son hogares extrem adam ente 
pobres con hijos m enores de 15 años o m ujeres em barazadas. Cóm o llegar a estos hogares, 
cuántos de ellos incorporar al program a y en conform idad con qué prioridades, éstas son 
preguntas fundam entales a ser contestadas por los m étodos de focalización. A  pesar de su 
enfoque en la pobreza extrem a, ni Tekoporã ni Red Solidaria buscan cubrir la totalidad de la 
población en pobreza extrem a.  

En el caso de Red Solidaria no se trata solam ente de un énfasis rural sino tam bién un 
enfoque en los 100 m unicipios clasificados com o los m ás pobres del país. Sobre la base de esta 
orientación, se han llevado a cabo las fases iniciales de la im plem entación de la Red Solidaria, 
en particular de su com ponente TM C. Las prim eras transferencias se realizaron en octubre de 
2005 y ese m ism o año se incluyeron 15 m unicipios con un total de 13.278 fam ilias 
beneficiarias. En 2006 se incluyeron 17 m unicipios adicionales y 10.828 fam ilias m ás. Esto 
com pletó la cobertura del prim er grupo de 32 m unicipios caracterizados por pobreza extrem a 
severa, según la clasificación adoptada en el m apa de pobreza del país. Para 2007 el program a 
pretende llegar a otros 15 m unicipios cubriendo un total de 45.000 fam ilias. Para el 2009 el 
program a proyecta llegar a 100.000 fam ilias pobres, aproxim adam ente el núm ero total de 
hogares pobres y extrem adam ente pobres en los m unicipios focalizados. 

En el program a Tekoporã de Paraguay la m eta establecida en el m anual operativo de 2004 
era llegar a 162.600 hogares para el 2008. Según esta cifra el program a cubriría todos los 
hogares con al m enos un hijo m enor de 15 años de edad o una m ujer em barazada viviendo en 
pobreza extrem a. Sin em bargo, en el m anual operativo de 2007 se redujo esta m eta a 45.000 
hogares para el 2009 – 28%  de la m eta original para el 2008. En el 2005 el program a piloto 
com enzó en cinco m unicipios en dos departam entos diferentes y cubrió un total de 3.452 
beneficiarios para fines de ese año. En 2006 se am plió el program a para incluir otros siete 
m unicipios con 5.386 fam ilias beneficiarias. La m eta para 2007 es incorporar a otras 18.000 
fam ilias beneficiarias en 16 m unicipios en cinco departam entos. 

A m bos program as han im plem entado focalización geográfica a fin de clasificar 
m unicipios según su nivel de pobreza. Red Solidaria ha utilizado un m apa de pobreza 
desarrollado por FLA CSO , que com prende dos tipos de criterios para la clasificación: un análisis 
de clusters que identifica cuatro niveles de pobreza y una clasificación de los m unicipios en el 
m arco de los clusters según un índice de m arginalidad. El análisis de clusters busca com binar 
las dim ensiones estructurales de larga data y actuales de la pobreza. Para ello utiliza: 1) la 
proporción de estudiantes de prim er grado con severo déficit de altura por edad (raquitism o); 
y 2) la incidencia de pobreza de ingresos (núm ero de pobres). Sobre la base de estos 
indicadores, el program a agrupó a m unicipios en las siguientes categorías: 1) Pobreza extrem a 
m uy severa, com prendiendo 32 m unicipios; 2) Pobreza extrem a severa, com prendiendo 68 
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m unicipios; 3) Pobreza extrem a m oderada, com prendiendo 82 m unicipios; y 4) Pobreza 
extrem a relativa, com prendiendo 80 m unicipios. 

Se identificaron a los 100 m unicipios que conform an las prim eras dos categorías com o la 
m eta de Red Solidaria. El Índice Integrado de M arginalidad M unicipal (IIM M ), utilizado para 
clasificar a los m unicipios en el m arco de los clusters, com bina y pondera 1) los aspectos 
m onetarios de la privación, m edidos por la brecha de pobreza de ingresos en cada m unicipio, 
con 2) los indicadores relacionados con necesidades básicas insatisfechas en m ateria de 
vivienda y educación, tales com o el acceso a agua entubada, saneam iento y electricidad; 
hacinam iento; preponderancia de pisos de tierra; tasas de analfabetism o y escolaridad.  
La secuencia de la inclusión de cada m unicipio focalizado en la Red Solidaria ha sido 
rigurosam ente respetada en la clasificación del m apa de pobreza. Los prim eros 32 m unicipios 
clasificados en la categoría de pobreza extrem a m uy severa fueron los prim eros en ser 
incluidos, según la clasificación del IIM M . El program a se está extendiendo en 2007 para llegar 
a incluir al segundo cluster, es decir los que viven en pobreza extrem a severa, tam bién 
conform e a la clasificación del IIM M . 

Se utilizaron criterios diferentes para la focalización de hogares. En las áreas rurales de los 
32 m unicipios del prim er cluster, debido a la severidad de su pobreza, se seleccionó a cada 
fam ilia con m ujeres em barazadas y niños m enores de 15 años que no hubieran com pletado el 
sexto grado com o potencial beneficiario. En áreas urbanas, adem ás de los criterios grupales, se 
incluyeron los siguientes parám etros adicionales: hacinam iento, condición de la vivienda 
(m aterial usado para el techo, paredes, piso), y acceso a saneam iento.12 Para los 68 m unicipios 
del segundo cluster, es decir la población viviendo en pobreza extrem a severa, el m anual 
operativo de Red Solidaria detalla un análisis de prueba de m edios (proxy-m eans test - PM T) 
que com binaría las variables relacionadas con la ubicación del hogar (rural o urbano), 
condición de la vivienda, posesión de bienes duraderos, com posición y características de la 
fam ilia, y acceso a rem esas.13 

En el caso de Tekoporã, la focalización geográfica se basó en el Índice de Priorización 
G eográfica (IPG )14. Cada distrito ingresaría al program a según su clasificación por el IPG  y el 
núm ero de hogares a ser seleccionados en el distrito sería resultado de la proporción estim ada 
de la población viviendo en pobreza extrem a. El IPG  com bina tanto los indicadores de pobreza 
m onetaria com o no m onetaria, tal com o m anifestado en el abordaje de necesidades básicas 
insatisfechas (N BI). 

La pobreza m onetaria tuvo una ponderación de 40%  en el IPG 15 y com prendió dos 
indicadores: 1) la relación entre la proporción de la población extrem adam ente pobre en el 
distrito y la proporción de la población extrem adam ente pobre en el departam ento; y 2) la 
relación entre la proporción de la población extrem adam ente pobre y la proporción de pobres 
en el distrito. El indicador para las necesidades básicas insatisfechas (N BI) tenía una 
ponderación de 60% . Estaba com puesto de un indicador para las condiciones de la vivienda y 
el acceso a infraestructura, que tenía una ponderación de 30%  en el N BI, y un indicador de 
logro educativo y acceso a la educación que tuvo una ponderación del 70%  restante. 

Se clasificaron a los m unicipios con un puntaje del IPG  superior a 18 puntos com o de alta 
prioridad. Em pero, a diferencia del abordaje de Red Solidaria, los m unicipios no ingresaron en 
el program a según criterios de prioridad16 puesto que las lim itaciones a nivel de la oferta 
fueron tom adas en cuenta en la selección de los distritos que participaron en el piloto y en la 
preparación para la am pliación.17 
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Tekoporã difiere de Red Solidaria en su abordaje de focalización. Para los m unicipios m ás 
pobres, Red Solidaria utilizó un enfoque de focalización grupal basado en área geográfica 
(énfasis rural) y la com posición dem ográfica del hogar (m ujeres em barazadas y niños m enores 
de 15 años). En cam bio, Tekoporã utiliza a índice m ultidim ensional derivado de un análisis de 
los com ponentes principales para preparar la lista de beneficiarios potenciales del program a 
tanto en áreas rurales com o urbanas.  

Este Índice de Calidad de Vida (ICV) com bina varios sub-índices: 1) acceso a servicios: 
agua, electricidad, com bustible para cocinar, recolección de la basura y teléfono; 2) salud: 
seguro de salud, atención de la salud para enferm os o lesionados (durante los últim os tres 
m eses), estado de vacunación de los niños; 3) educación: idiom a hablado en casa, el nivel 
educativo del jefe del hogar, el nivel educativo del cónyuge, años de escolaridad ‘perdidos’ por 
los niños entre 6 y 24 años de edad; 4) ocupación: ocupación del jefe del hogar; 5) condición 
de la vivienda: hacinam iento; m aterial del techo, pared y piso, sanitario aparte, saneam iento; 6) 
posesión de bienes durables: acondicionador de aire, calefactor, cam ión, autom óvil, 
refrigerador y lavarropas; y 7) núm ero de niños entre 0 y 15 años de edad. Se seleccionaron 
estas variables según los dos m odelos diferentes aplicados a la Encuesta Integrada de H ogares 
de 2001, uno para áreas rurales y otro para áreas urbanas. Estos m odelos arrojaron diferentes 
ponderaciones para cada área. 

Se clasificaron los hogares en cuatro grupos: los extrem adam ente pobres (grupo I - 
ICV<25 puntos), los m oderadam ente pobres (grupo II – ICV entre 25 y 40 puntos), y dos grupos 
no pobres: grupo III (ICV entre 41 y 55 puntos) y grupo IV (ICV superior a 55 puntos). En 
principio, sólo el grupo I, valor representativo (proxy) de los extrem adam ente pobres (m edido 
m onetariam ente), debería ser elegible para participar en el program a. Sin em bargo, puesto 
que no se alcanzó el núm ero m eta de beneficiarios potenciales basado en la estim ación del 
núm ero de extrem adam ente pobres en cada distrito con este valor representativo (proxy) del 
ICV, se am plió el criterio de selección para abarcar al grupo II. En consecuencia el program a 
tam bién incorporó a los m oderadam ente pobres en el pool de beneficiarios potenciales.18 

En am bos países se lleva a cabo la identificación de beneficiarios potenciales m ediante un 
proceso censual. Sin em bargo, m ientras que en El Salvador el censo cubrió la totalidad del 
m unicipio, en Paraguay durante la fase piloto (cubriendo cinco distritos) se condujo el censo 
solam ente en vecindarios de distritos seleccionados con dos o m ás necesidades básicas 
insatisfechas. Se optó por esto debido a la falta de fondos para conducir la encuesta en la 
totalidad del distrito. 

O tra diferencia resultó del hecho de que el censo en El Salvador se basó en un proceso 
participativo en el que la com unidad local participó en el proceso de m apeo, m ientras que en 
Paraguay desde el inicio se centralizó todo el proceso en la D irección G eneral de Estadística, 
Encuestas y Censos (D G EEC) y luego se tercerizó a em presas privadas. Cabe destacar que El 
Salvador siguió el cam ino opuesto: el prim er censo se tercerizó a em presas privadas, pero la 
agencia ejecutora de la Red Solidaria gradualm ente se encargó de todo el proceso, 
subcontratando, capacitando y supervisando directam ente.  

El abordaje de focalización universal por grupos en áreas rurales adoptado por Red 
Solidaria en sus m unicipios m ás pobres no es m uy com ún en Latinoam érica donde los índices 
m ultidim ensionales, tales com o los adoptados en M éxico, Chile y Colom bia, han sido el 
m étodo generalm ente utilizado para seleccionar a hogares beneficiarios después de cierto 
grado de focalización geográfica que tam bién tom a en cuenta los indicadores de pobreza 
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m onetaria. En Paraguay, la estrategia de focalización se inspiró en el caso colom biano, que 
tam bién depende de un índice m ultidim ensional en lugar de enfocarse en com probar 
directam ente los m edios económ icos (m eans testing) o en análisis de otras variables que 
aproxim an estos m edios (proxy m eans testing). Sin em bargo, en lugar de m antener las 
ponderaciones en secreto, com o ocurrió en el SISBEN  de Colom bia, el program a puso al 
com ité local de selección de beneficiarios en conocim iento del proceso de ponderación. 

Los cuellos de botella sufridos en el proceso de focalización en El Salvador resultan 
m ayorm ente de procedim ientos poco claros utilizados para la selección de beneficiarios en áreas 
urbanas. Este abordaje agregó parám etros especiales a los criterios de focalización universal por 
grupos, que tuvieron que ser verificados con una segunda visita a los beneficiarios potenciales 
seleccionados de la base de datos del censo. Tam bién hubo un problem a debido al carácter 
estático del proceso censual – la única base sobre la cual se determ ina la entrada al program a – 
puesto que este abordaje no considera la dinám ica dem ográfica de los hogares. Por ejem plo, 
pueden nacer m ás niños o se pueden m udar otras fam ilias al m unicipio una vez com pletado el 
censo, pero no serán identificadas com o fam ilias beneficiarias potenciales. Por últim o, la 
adopción de un análisis proxy m eans test para seleccionar beneficiarios en los m unicipios del 
segundo cluster puede crear otras dificultades debido a que los criterios de focalización del 
program a serán m enos claros para los beneficiarios. 

En Paraguay, se sufrió un grave cuello de botella en la selección de vecindarios dentro de 
los distritos piloto en los que el censo se llevaría a cabo. H ubo protestas generalizadas de los 
representantes locales, sobre todo de los m iem bros de los com ités de selección de 
beneficiarios, que hicieron que los directores del program a aceptaran entrevistar a algunos 
hogares sobre pedido. Esto había sido especificado en el m anual operativo de 2004 com o algo 
que podría ocurrir m ás adelante (em padronam iento continuo)19 a m odo de obtener 
inform ación sobre fam ilias (extrem adam ente) pobres en vecindarios no seleccionados del 
distrito piloto. O tro problem a que se ha observado es la adopción del m ism o punto de corte 
para el ICV tanto en áreas rurales com o urbanas (es decir, por debajo de 40 puntos), no está 
claro porque dos m odelos diferentes tienen el m ism o punto de corte.20 

U n factor distintivo del proceso de focalización en Paraguay es la validación de la lista de 
beneficiarios potenciales por el com ité local de selección de beneficiarios. Este com ité 
com puesto de representantes locales es responsable de estudiar la lista de todos los 
beneficiarios potenciales y aprobar su selección. Existe una estructura sim ilar en El Salvador, 
pero el program a estudia sólo la lista de beneficiarios urbanos potenciales conform e al 
abordaje arriba m encionado.21 

Las m edidas de pobreza relativa o absoluta fueron m edulares para la focalización 
geográfica utilizada en am bos países. Em pero, este tipo de focalización im pone la pregunta 
en torno a cuál de los dos objetivos program áticos se está enfatizando: el alivio de la 
pobreza a corto plazo o la acum ulación de capital hum ano a largo plazo. Q ueda bastante 
claro que un plan de transferencias m onetarias enfocado en la acum ulación de capital 
hum ano apenas obtendría el apoyo de la ‘sociedad civil’ si no utiliza tam bién algunos 
criterios de focalización basados en las condiciones de pobreza actuales y dependiera 
exclusivam ente de la selección de la población que m axim izara los logros en capital hum ano 
del program a (ver D e Janvry y Sadoulet, 2004). 

Si bien estos program as no tom an en cuenta las form as de m axim izar su im pacto en la 
acum ulación de capital hum ano a largo plazo en su estrategia de focalización, tal com o 
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m encionado arriba, tam poco dependen exclusivam ente de un abordaje m onetario para 
identificar a fam ilias extrem adam ente pobres. Red Solidaria ha optado por una sencilla 
focalización grupal, es decir los hogares elegibles en áreas rurales en los 32 m unicipios  
m ás pobres. El razonam iento que apuntala esta estrategia es la om nipresencia de la 
pobreza en estas áreas.22 

La focalización de hogares individuales en este contexto conduciría a costos 
injustificables para intentar lograr la eficiencia del program a. H ipotéticam ente, tam bién podría 
conducir a tensiones sociales en com unidades pequeñas y aisladas, tal com o las que fueron 
reportadas en las prim eras evaluaciones del program a pionero de TM C en M éxico (A dato et al, 
2000). A dem ás, supuestam ente los costos privados del trám ite para convertirse en beneficiario 
y recibir las prestaciones desalientan a fam ilias que no son pobres, fungiendo com o 
herram ienta de auto-focalización. 

El program a Tekoporã ha optado por utilizar un índice m ultidim ensional (ICV) que no está 
directam ente vinculado con una m edida de pobreza m onetaria. D e hecho, se considera a este 
últim o sólo en el cálculo del Índice de Priorización G eográfica (IPG ) utilizado para determ inar la 
prioridad con la que se incorpora un m unicipio al program a. Sigue sin respuesta el argum ento 
a favor de la utilización de índices m ultidim ensionales para seleccionar a los beneficiarios de 
un program a TM C con relación a sus dos objetivos principales. ¿A caso esto im plica, por 
ejem plo, que adem ás de aliviar la pobreza m onetaria actual y de prom over la acum ulación de 
capital hum ano, se deberían diseñar los program as de transferencias m onetarias de m odo a 
contrarrestar la falta de oportunidades económ icas y la falta de acceso a servicios públicos 
básicos? ¿O  acaso se justifica la utilización de estos índices com o m edios para encarar la falta 
de inform ación confiable sobre ganancias y/o otras variables posibles (proxies) de las 
ganancias en un entorno rural? A dem ás, si el capital hum ano es el objetivo fundam ental, 
¿tiene sentido com binar indicadores educativos con tantas otras variables (a m enos que estas 
variables estuvieran estrecham ente correlacionadas)? 

3.3  M O N TO  D E LA S TRA N SFEREN CIA S 

En Red Solidaria, las transferencias m onetarias provistas por el program a consisten en un bono 
de salud para fam ilias con m ujeres em barazadas y niños m enores de cinco años, y un bono de 
educación para fam ilias con niños entre los cinco y quince años que no han com pletado sexto 
grado (el segundo ciclo de la educación básica). Cada bono vale U S$ 15 (U S$ 13 PPP) por m es, 
pero una fam iliar con derecho a am bos bonos solam ente recibiría U S$ 20 (U S$ 17 PPP) por 
m es. N o hay variaciones en el m onto de las transferencias según el tam año de la fam ilia o la 
edad, grado o género de los niños beneficiarios. El hecho de que el m onto de la transferencia 
no aum ente con el núm ero de niños en el hogar beneficiario parece estar relacionado con el 
tem or de que el program a tal vez incida en la tasa de fertilidad ya sea aum entando el núm ero 
deseado de niños o anticipando em barazos a fin de beneficiarse de la transferencia. 

En Tekoporã existe una prestación básica relacionada con alim entos y nutrición de G s. 
60.000 (o U S$ 11 PPP) independientem ente del núm ero de niños entre 0 y 15 años de edad, y 
una bonificación para nutrición y educación de G s. 30.000 (aproxim adam ente U S$ 5 PPP) por 
niño con un tope acum ulativo de cuatro niños, por lo que la prestación m áxim a pagadera es 
G s. 180.000 (aproxim adam ente U S$ 32 PPP). 



Fábio Veras Soares  y  Tatiana Britto 13 

Según el m anual operativo de 2004, se calculó este valor para cubrir la brecha de pobreza 
prom edio en los dos deciles m ás bajos de la distribución de ingresos per cápita. Sin em bargo, 
un exam en de los datos revela que esta prestación está m uy por debajo de lo que es necesario 
para dism inuir la brecha de pobreza de una fam ilia beneficiaria prom edio. En realidad, el 
pequeño m onto de la transferencia es consistente con la argum entación utilizada por algunos 
directores de que el enfoque principal del program a debe ser la acum ulación de capital 
hum ano. Por ende, la prestación debería m antenerse baja para no desalentar el trabajo de los 
m iem bros adultos del hogar. 

3.4  CO N D ICIO N A LID A D ES CO M O  CO RRESPO N SA BILID A D ES 

Las fam ilias seleccionadas a través de los procedim ientos de focalización arriba descritos están 
invitadas a participar en Tekoporã y Red Solidaria, m ediante la firm a de un acta de com prom iso 
en el caso de Tekoporã, y un convenio de corresponsabilidades en el caso de Red Solidaria. 

En Red Solidaria el convenio tiene que ser firm ado por el beneficiario principal y una 
persona co-responsable. U na vez seleccionada, si la fam ilia conviene en participar en el 
program a, el convenio aclara cuáles son las corresponsabilidades no sólo de parte de la fam ilia 
beneficiaria, sino tam bién de parte del gobierno de El Salvador. Para la fam ilia, el convenio 
incluye las siguientes obligaciones: 1) A segurar la m atrícula y asistencia a la escuela de los 
niños entre 5 y 14 años de edad desde preescolar hasta sexto grado; 2) Registrar a la fam ilia en 
program as de salud, asegurar chequeos de salud m aterno-infantil y cum plir con los protocolos 
y vacunaciones básicos de salud m aterno-infantil; 3) A sistir a las sesiones de capacitación 
fam iliar ofrecidas por Red Solidaria; y 4) U tilizar las transferencias provistas por Red Solidaria 
para consum o alim entario.  

Para el gobierno, las obligaciones incluyen: 1) A  través del M inisterio de Salud, proveer 
servicios básicos de salud en unidades de salud u otras instituciones subcontratadas para este 
fin; 2) A  través del M inisterio de Educación, proveer la educación básica hasta sexto grado a 
niños entre 5 y 14 años de edad; 3) Prom over sesiones form ativas para las fam ilias 
beneficiarias; y 4) Entregar la transferencia m onetaria condicionada a la m atrícula escolar y la 
asistencia regular a la escuela de los niños beneficiarios (basado en el bono de educación) y en 
realizar las visitas al centro de salud y las vacunaciones m aterno-infantiles periódicam ente para 
niños m enores de 5 años (basado en el bono de salud). 

Respecto de Tekoporã, el acta de com prom iso no enum era todas las corresponsabilidades 
del gobierno. Com prom ete al gobierno al pago m ensual del bono y al seguim iento continuo 
de las fam ilias, pero no dice nada a nivel de la oferta de la corresponsabilidad. El m iem bro 
responsable de la fam ilia (el titular) se com prom ete con las siguientes corresponsabilidades: 1) 
utilizar la prestación para com prar alim entos de m odo que m ejore el estado nutricional de los 
niños; 2) realizar la prim era visita al centro de salud para un diagnóstico del estado de salud y 
nutricional de cada niño m enor de 15 años y cada m ujer em barazada; 3) garantizar que los 
niños no se atrasen en su plan de vacunación; 4) garantizar que las m ujeres (em barazadas o 
no) y adolescentes visiten el centro de salud según el protocolo del caso; 5) utilizar el bono de 
educación para com prar m aterial escolar; 6) m atricular a los niños m enores de 15 años en la 
escuela; y 7) asegurar un m ínim o de asistencia escolar de 85% . 
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En am bos program as el convenio o el acta expresa las condiciones bajo las cuales se 
suspenderá la transferencia e im plica una autorización para retirar a la fam ilia del program a en 
caso de confirm ar que ésta ya no reúne los criterios de elegibilidad.  

Las condicionalidades para las transferencias aplicadas en am bos países abarcan el 
habitual com prom iso en actividades de salud y educación que se encuentran en la m ayoría de 
los program as TM C en toda la región. N o obstante, el convenio y acta van m ás allá y 
condicionan la utilización de las transferencias. En Red Solidaria el convenio tam bién obliga a 
los m iem bros de la fam ilia a participar en sesiones form ativas, condición que es m onitoreada 
aunque no debería afectar las transferencias m onetarias. En cam bio, el com prom iso de utilizar 
las transferencias m onetarias en alim entos en realidad no se m onitorea. D e hecho, se podría 
entender com o parte de una cam paña de concienciación para cam biar actitudes y reforzar el 
enfoque en capital hum ano del program a. Sin em bargo, su inclusión en el convenio confunde 
puesto que este docum ento declara que las fam ilias pueden perder sus prestaciones si no 
cum plen con dichos com prom isos. 

A l igual que Red Solidaria, el program a Tekoporã no obliga a cum plir con la condición de 
utilizar la transferencia en alim entos y gastos relacionados a la escuela. Sin em bargo, los ‘guías 
fam iliares’ enfatizan que la transferencia debe utilizarse de m odo a prom over los m ejores 
intereses del niño. A  diferencia de Red Solidaria, en Tekoporã la participación en las sesiones de 
capacitación fam iliar y en actividades adicionales, tales com o com ités productivos de 
beneficiarios, no está incluida com o condicionalidad en el acta de com prom iso. Sin em bargo, 
no queda claro cóm o los guías fam iliares inform an a la fam ilia en la práctica sobre los 
requisitos de facto que deben cum plir para perm anecer en el program a. 

En discusiones de nuestros grupos focales, algunos guías fam iliares reconocieron que a 
veces tal vez inform en a las fam ilias que asistir a las sesiones de capacitación y la participación 
en los com ités de beneficiarios podrían aum entar su probabilidad de perm anecer en el 
program a después del periodo inicial de tres años. Esto podría aum entar la percepción de las 
fam ilias que esas actividades son condicionalidades del program a. 

Conform e a los datos de la evaluación del im pacto del program a piloto, entre los 361 
hogares beneficiarios en la m uestra, 3,6%  no sabía de ningún requisito relacionado con 
perm anecer en el program a, 85%  m encionó que asistencia escolar era uno de los requisitos, 
70,5%  m encionó visitas periódicas al centro de salud y 60%  m encionó las vacunaciones de los 
niños. Sólo 5,3%  m encionó la necesidad de cultivar huertas y apenas el 2,5%  m encionó 
m antener la higiene del hogar. Inesperadam ente 5,8%  dijo que no había condicionalidad 
alguna en el program a. 

3.5  REG LA S D E ‘G RA D U A CIÓ N ’/SA LID A  

En línea con las directrices conceptuales y operativas del m arco legal y m anual operativo de 
Red Solidaria, el convenio de corresponsabilidades explícitam ente establece un plazo de 
elegibilidad de tres años, lo cual significa que cada fam ilia tiene derecho a recibir 
transferencias sólo durante esos tres años. Esta cláusula parecía m uy clara a la m ayoría de los 
beneficiarios y a todos los directores de program a y partes interesadas entrevistados durante 
la investigación de cam po. Lo que no les quedaba claro era qué sucedería después de esos tres 
años: ¿las fam ilias dejarían de recibir la transferencia independientem ente de la perm anencia 
de las condiciones de elegibilidad que les habían dado el derecho a ser seleccionados en 
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prim er lugar? ¿O  el program a tendría algún tipo de transición o estrategia de retirada 
progresiva para ‘graduar’ a las fam ilias y evitar la interrupción de las transferencias en el m edio 
de un ciclo escolar o un ciclo de vacunaciones? 

Según el m anual operativo de la Red Solidaria, la estrategia de salida del program a 
requiere la realización de una re-evaluación de cada fam ilia después de recibir transferencias 
durante tres años. Esta re-evaluación tom aría en cuenta si las fam ilias aún tienen niños 
m enores de cinco años de edad (para elegibilidad continuada del bono de salud), o si tienen 
niños entre cinco y 15 años de edad que no han com pletado la prim aria o sexto grado (lo cual 
les daría derecho a continuar recibiendo el bono de educación). N o obstante, el m anual 
subraya que el cuestionario y los criterios a ser utilizados en este proceso de re-evaluación 
están sujetos a validación por el Consejo D irectivo interinstitucional de Red Solidaria y a la 
disponibilidad de recursos financieros del gobierno de El Salvador. 

H asta este m om ento, la problem ática de la ‘graduación’ o salida del program a o la re-
certificación de elegibilidad no parece ser una cuestión de sum a im portancia en la agenda de 
program a TM C de El Salvador. Por un lado, esto podría deberse a la novedad del program a que 
lleva m enos de un año y m edio en funcionam iento y aún no ha lidiado con este tem a 
potencialm ente com plicado. Por otro lado, podría deberse a que el objetivo central de Red 
Solidaria es form ar capital hum ano antes que sim plem ente reducir la pobreza de ingresos 
actual. Com o tal, la salida aceptable del program a parecería ser de carácter dem ográfico. Esto 
contrastaría con la aplicación de estrategias de ‘em ancipación’ que hipotéticam ente sacan a 
los beneficiarios de la pobreza – un resultado que depende, entre otros tantos factores, del 
m ercado de trabajo y el desem peño económ ico del país, así com o de la coordinación sinérgica 
entre diferentes program as sociales.23 

En Tekoporã no se m enciona el lím ite explícito de tres años de perm anencia en el acta de 
com prom iso. D e hecho, el acta de com prom iso establece que el ‘contrato’ entre el program a y 
el beneficiario de la prestación es válido hasta el final de cada año calendario y puede ser 
extendido si las dos partes lo acuerdan. Sin em bargo, no queda claro en el acta cuál sería el 
m ecanism o para la extensión del ‘contrato’. D e todos m odos, el m anual operativo establece 
que las fam ilias pueden perm anecer en el program a hasta tres años a condición de que 
persista su condición de elegibilidad, es decir que tienen un niño m enor de 15 años y él o ella 
asiste a cualquier grado de la educación básica (del prim er al noveno grado). 

D espués del periodo de tres años, el sistem a de em padronam iento del program a 
proveerá un inform e de evaluación sobre los hogares beneficiarios, con indicadores derivados 
del sistem a de m onitoreo.24 Esos indicadores se refieren al progreso de la fam ilia en la 
realización de los diferentes pasos de las actividades de apoyo fam iliar, a ser m onitoreado por 
los guías fam iliares. 

El periodo de tres años está dividido en cuatro pasos en los que se supone que las 
fam ilias llevarán a cabo diferentes actividades con el apoyo de los guías fam iliares.25  
Estos pasos incluyen: perm itir las visitas de los guías fam iliares a fin de discutir las 
condicionalidades, cuestiones de salud e higiene, hábitos nutricionales, así com o asistencia  
a cursos de alfabetización y sesiones de capacitación para adultos. La revisión de estos 
indicadores m ostrará si la fam ilia ha logrado las m etas en los diferentes pasos.26 Si las ha 
alcanzado, la fam ilia se ‘gradúa’/sale del program a, y si no las ha alcanzado, la fam ilia 
perm anecerá en el program a dos años m ás, pero se reducirá el valor de la prestación al 
m onto m ínim o de la transferencia. 
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Las visitas y entrevistas in-situ con beneficiarios y guías fam iliares esclarecieron que la 
m ayoría de los beneficiarios estaba al tanto del lím ite de tres años del program a. Sin em bargo, 
aquellos que estaban en conocim iento de la re-evaluación de las fam ilias después de tres años 
y de la posibilidad de perm anecer un tiem po m ás en el program a pensaban que sólo se les 
perm itiría perm anecer m ás de tres años si habían cum plido con las condicionalidades y se 
habían desem peñado aceptablem ente en las actividades adicionales convenidas con los guías 
fam iliares.27 Sin em bargo, precisam ente éste es el abordaje que los volvería inelegibles para la 
extensión de dos años.  

La m ayoría de las program as TM C im ponen, al m enos en principio, un lím ite de tiem po 
explícito después del cual las fam ilias deberían ser re-evaluadas. El periodo de tres años es un 
um bral relativam ente com ún.28 Pero las justificaciones teóricas o em píricas para dichos lím ites 
de tiem po no son claras (Cohen y Franco, 2006). Parecen ser im pulsadas sobre todo por 
consideraciones fiscales o políticas, asociadas con tem ores de que tal vez las transferencias se 
vuelvan financieram ente insostenibles o sean percibidas com o ayudas sociales perm anentes y 
creen dependencia en los beneficiarios. 

Tal com o fue m encionado arriba, otra posibilidad es introducir el periodo de tres años a 
fin de dar tiem po al program a de obtener apoyo político sobre la base de logros factibles en 
un plazo tan corto de tiem po. La duración del program a tam bién podría depender de la 
duración de los préstam os contratados en países que dependen m ayorm ente de 
financiam iento externo para sus program as TM C (que no ha sido el caso de El Salvador ni de 
Paraguay en su fase inicial). 

A lgunos program as TM C han introducido reglas de transición que incluyen no sólo 
estrategias de re-certificación, sino tam bién la utilización de bonos cada vez m enores com o 
m ecanism o de retirada progresiva. En el caso de O portunidades en M éxico las fam ilias fueron 
re-evaluadas cada tres años utilizando la m ism a encuesta que fue utilizada para su selección. Si 
se considera que la fam ilia sigue viviendo en pobreza extrem a según el índice 
m ultidim ensional del program a, entonces continuará recibiendo las transferencias com o 
antes. Sin em bargo, si la fam ilia ya no está sum ida en la pobreza, entonces seguirá el proceso 
de retirada progresiva del Esquem a D iferenciado de A poyo (ED A ) creado en el año 2003.29  

Las fam ilias que perm anecen en el ED A  por un periodo de uno a tres años, pero se 
recortan varios com ponentes de las transferencias, lo cual im plica una reducción sustancial de 
su valor (Cohen y Villatoro, 2006). H asta el m om ento, se han re-evaluado casi cinco m illones de 
fam ilias y aproxim adam ente 300.000 fam ilias han pasado al proceso del ED A . Sin em bargo, 
para fines de 2006 sólo 0,11%  de los cinco m illones de fam ilias beneficiarias se habían 
‘graduado’ del program a. 

La distancia entre lo que se lleva a cabo en realidad y el discurso del program a, así com o las 
dificultades reales asociadas con la adopción de una estrategia de ‘graduación’/salida coherente 
y transparente, han contribuido a destacar las reglas de ‘graduación’/salida com o parte de la 
‘agenda incom pleta de los program as TM C’ en Latinoam érica (de la Brière y Raw lings, 2006). En 
este sentido, un problem a crucial es que las reglas de ‘graduación’/salida tienen que m oldearse 
según los objetivos centrales del program a. D esde la perspectiva de la acum ulación de capital 
hum ano, que es el objetivo principal subrayado por Red Solidaria y Tekoporã, si se aplican 
estrictam ente, los lím ites de tiem po cortos pueden ser contraproducentes, especialm ente si no 
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dan tiem po para cubrir la totalidad de la educación básica o los ciclos de vacunación (H anda  
y D avis, 2006; Cohen y Franco, 2006; Soares y Ribas, próxim am ente). 

4  LA IMPLEMENTACIÓ N: DIFERENCIAS Y  SEMEJANZAS  

4.1  M ECA N ISM O S D E TRA N SFEREN CIA  

En El Salvador, se entregan las transferencias cada dos m eses en eventos de pagos que suelen 
realizarse en la plaza principal del m unicipio y pueden tardar toda una m añana, dependiendo 
del núm ero de beneficiarios en cada m unicipio. Se subcontrató la entrega de las transferencias 
a una institución bancaria, la cual organiza la logística de los pagos y el transporte de los 
fondos, m anteniendo la seguridad y proporcionando cajeros. Esta experiencia difiere de la de 
Brasil que cuenta con una red bancaria bastante extendida que perm ite una autom atización 
de la entrega de transferencias con cajeros autom áticos y tarjetas m agnéticas. En cam bio, las 
transferencias de Red Solidaria se realizan m anualm ente e im plican el despliegue de m ontos 
considerables de dinero y personal en todo el país. 

La coordinación local de Red Solidaria desem peña un papel im portante en la organización 
de los eventos de pago. Se establece la totalidad del program a de pago y los beneficiarios 
hacen fila de acuerdo con dicho program a de pago y su colocación exacta en la planilla de las 
transferencias. El program a de pago fue diseñado de esta form a para racionalizar el proceso y 
acortar el tiem po que los beneficiarios están en la fila para recibir sus transferencias. D e todos 
m odos puede haber costos significativos para los beneficiarios por la asistencia al evento de 
pago en cuestión de tiem po y transporte, especialm ente para los que viven en com unidades 
rurales m ás distantes. 

El m anual operativo de Tekoporã de 2004 indica que las transferencias deberían pagarse 
cada dos m eses en el banco m ás próxim o. Sin em bargo, esto se cam bió antes del inicio de la 
im plem entación debido a la suposición de que las fam ilias pobres no estaban acostum bradas 
a m anejar grandes m ontos de dinero ni a planificar los gastos por un periodo de tiem po largo. 
A dem ás, utilizar a los bancos podría im poner costos excesivos a las fam ilias que viven lejos de 
las localidades donde están estos servicios. 

La solución fue entregar las transferencias con una unidad m óvil con cajeros de un banco 
estatal (Banco N acional de Fom ento), que iba a los distritos del program a en diferentes fechas. 
A dem ás de los costos asociados con el despliegue de esta única unidad m óvil, existe otro 
problem a que es de sum a im portancia para los beneficiarios y es que no existe fecha fija para 
el pago de las transferencias. Puesto que las dem oras pueden durar hasta 50 días, esto tiende a 
tener el m ism o efecto que la entrega cada dos m eses,  estas dem oras pueden dificultar a los 
beneficiarios el depender de las transferencias para propósitos de consum o o planes de 
inversión. Según los datos recabados para la evaluación del im pacto, 85%  de los beneficiarios 
dijo que el pago suele dem orar. D epender de una sola unidad m óvil para la entrega de las 
transferencias en un program a de pago m ensual claram ente parece un cuello de botella para 
la am pliación de Tekoporã.30 

A  sem ejanza de Red Solidaria, la coordinación local de Tekoporã – en particular con 
relación a los guías fam iliares – ha desem peñado un papel im portante en organizar a los 
beneficiarios para el pago. El personal de la agencia ejecutora a nivel nacional, así com o el 
supervisor departam ental, están presentes durante el pago para responder a preguntas y 
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recibir reclam os por escrito sobre el program a. En esta ocasión tam bién se les paga a los 
agentes del program a a nivel local, es decir, a los guías fam iliares y los supervisores 
departam entales. 

4.2  M O N ITO REO  D E LA S CO N D ICIO N A LID A D ES 

Com o program as TM C, Tekoporã y Red Solidaria im plican condicionalidades o 
corresponsabilidades en salud y educación que están conectados con las transferencias 
m onetarias. N o obstante, existen im portantes diferencias en la im plem entación de los 
procesos de m onitoreo relacionados con estas condicionalidades. 

En Paraguay los planes iniciales indicaron que el flujo de inform ación respecto de las 
condicionalidades se basaría en la coordinación entre la entidad ejecutora nacional (SA S), la 
cual generaría listas de beneficiarios por escuela y puesto de salud, y las unidades 
departam entales que enviarían estas listas a las unidades distritales para su posterior 
circulación en las escuelas y puestos de salud correspondientes. Posteriorm ente las unidades 
enviarían com entarios y análisis cada dos m eses a la entidad nacional. 

En la práctica, no se ha logrado m onitorear el cum plim iento de las condicionalidades.31 
Las dificultades en la coordinación con los gabinetes m inisteriales y con el personal de salud y 
de educación local, la falta de una unidad departam ental para el program a (sólo solucionado 
con la creación de un supervisor interm ediario, ver m ás abajo), así com o los fracasos en la 
recolección de datos sobre las escuelas y puestos de salud utilizados por los beneficiarios, 
im pidieron el éxito del proceso tal com o planeado. En 2006, una tentativa de controlar la 
m atrícula escolar en dos m unicipios piloto generó ciertas reducciones ilegítim as en las 
transferencias destinadas a ciertas fam ilias en esos dos m unicipios causando gran cantidad de 
reclam os debido a errores en las listas luego traspasados a las escuelas. 

Recientem ente ha cam biado el proceso de m onitoreo en Paraguay para abarcar una 
m ayor participación de los guías fam iliares locales en la consolidación de los vínculos entre las 
fam ilias y las autoridades institucionales encargadas de transm itir la inform ación al gobierno 
central. A dem ás, la verificación de la m atrícula escolar y de los chequeos de salud depende de 
que las m adres beneficiarias se aseguren de que las escuelas y puestos de salud sellen 
debidam ente los form ularios de corresponsabilidad, en lugar de que esto dependa 
exclusivam ente del personal de salud y educación. 

Esto ya funciona así en El Salvador donde el flujo de inform ación en m ateria de 
condicionalidades es sobre todo responsabilidad de las O N G 32 encargadas del apoyo fam iliar 
y seguim iento. Estas instituciones fungen com o el vínculo principal entre los beneficiarios y 
el program a. A l ingresar en el program a la fam ilia recibe un form ulario anual para el control 
de las corresponsabilidades que debe ser sellado por los puestos de salud y las escuelas, así 
com o por las m ism as O N G  para la asistencia a las sesiones form ativas que tam bién form an 
parte de Red Solidaria.  

Las O N G  están encargadas de m onitorear m ensualm ente si estos form ularios están 
debidam ente sellados; y si no lo estuvieran, las O N G  deben verificar si el incum plim iento tiene 
justificativo en conform idad con las reglas del program a (por ejem plo, enferm edad, m uerte de 
un fam iliar o catástrofes naturales son ausencias justificables de la escuela, las visitas al centro 
de salud o a las sesiones de capacitación fam iliar). Solam ente se reporta el incum plim iento sin 
justificativo el cual genera descuentos en las transferencias. 
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El descuento de las prestaciones tam bién difiere en am bos program as. En El Salvador el 
bono de educación se suspende tem poralm ente en caso de al m enos cuatro ausencias 
injustificadas a la escuela en un m es por cualquiera de los niños beneficiarios. Se suspende el 
bono de salud en caso de incum plim iento excepcional sim ultáneo de las visitas al centro de 
salud y las vacunaciones, o en caso de incum plim iento con el plan de visitas al centro de salud 
o el protocolo de vacunaciones por dos periodos.33 

En Paraguay, los descuentos fluctúan entre G s. 15.000 (U S$ 3 PPP) y G s. 30.000 (U S$ 5 PPP) 
por niño, dependiendo de la corresponsabilidad (educación y visitas al centro de salud para los 
niños entre 6 y 14 años de edad) en el prim er caso; y de las visitas al centro de salud de niños 
entre 0 y 5 años de edad y m ujeres em barazadas en el segundo caso. El incum plim iento tres 
veces consecutivas produce la suspensión de las transferencias. 

4.2  PA RTICIPA CIÓ N  CO M U N ITA RIA  Y G ÉN ERO  

Siguiendo el ejem plo de la m ayoría de los program as TM C im plem entados en otros países del 
m undo, Red Solidaria y Tekoporã entregan transferencias a la m adre u otro m iem bro fem enino 
de la fam ilia que se encarga de cuidar a los niños. Esta inquietud por el género se fortalece en 
las sesiones de capacitación fam iliar de Red Solidaria que incluyen talleres específicos 
relacionados con concienciación de género, salud reproductiva y derechos de la m ujer. 

Las m ujeres beneficiadas de Tekoporã eligen a sus líderes (m adres líderes) las cuales 
fungen de enlace con el program a. Estas líderes no reciben rem uneración por su trabajo, el 
cual constituye una asistencia im portante para los guías fam iliares. El razonam iento detrás de 
su existencia, así com o de la existencia de los com ités de beneficiarios (com unitarios), cuyo 
objetivo principal es desarrollar cooperativas de producción,34 parece estar vinculado con la 
idea de instaurar una cultura de auto-ayuda y prom oción del em poderam iento. Sin em bargo, 
si bien contar con estas dim ensiones participativas podría en efecto resultar en una m ayor 
concienciación y organización en m ateria de reclam os basados en los derechos de parte de los 
beneficiarios, su alcance real se restringe a tem as directam ente relacionados con el program a. 
Entonces parece ser una oportunidad perdida en m ateria de organización com unitaria y 
em poderam iento de género. 

Red Solidaria tam bién incluye un com ité de beneficiarios o com unitario en su diseño, el 
cual debería com prender a por lo m enos tres beneficiarios por cantón fungiendo com o 
enlaces entre la com unidad, el com ité m unicipal y la O N G  responsable de apoyo fam iliar y 
seguim iento. Sus roles son sim ilares a aquellos asum idos por las m adres líderes de Tekoporã. 
Sin em bargo, en la m ayoría de las com unidades aún no se ha creado este tipo de com ité. 

Tam bién se supone que la com unidad cuente con presencia en los com ités m unicipales 
de Red Solidaria m ediante la asistencia de los líderes com unitarios que representan a cada 
cantón rural de ese m unicipio. Pero el grado real de participación de estos líderes varía 
según el com ité. En algunos casos incluso es difícil asegurar su presencia en las reuniones 
puesto que tienen que recorrer largas distancias, generalm ente a pie, y pierden un día de 
trabajo para asistir a las sesiones de los com ités, sin rem uneración ni otro tipo de incentivo. 
Tam poco queda claro el grado al cual los líderes com unitarios incluidos en los com ités de 
hecho representan a los beneficiarios. U na característica com ún que se observa en estos 
líderes es que la m ayoría son hom bres. Esto podría indicar la prevalencia del sesgo de 
género cultural en su elección. 
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Por ende, si bien el discurso a favor de la participación com unitaria parece m uy fuerte 
en los program as TM C, en la práctica am bos program as padecen falencias. Los beneficiarios 
no aprovechan las oportunidades para utilizar los ám bitos participativos creados por 
Tekoporã, y aún queda pendiente una auténtica participación de los beneficiarios y de la 
com unidad en Red Solidaria. 

5  ENTORNOS ADMINISTRATIV OS E INSTITU CIONALES 

5.1  CO O RD IN A CIÓ N  N A CIO N A L Y LO CA L 

Tanto Tekoporã com o Red Solidaria son program as nacionales cuya im plem entación depende 
de la coordinación sum am ente articulada entre los niveles nacionales y locales de 
adm inistración. Se suele sugerir que la falta de estructuras institucionales a nivel local que 
podrían llegar a los beneficiarios potenciales y la falta de coordinación entre las estructuras 
nacionales y locales son las lim itaciones m ás im portantes que enfrenta la im plem entación de 
los program as TM C en países sin una tradición establecida de protección social. Los program as 
de Red Solidaria y Tekoporã han sido m uy creativos en el diseño de esta coordinación y han 
encontrado soluciones innovadoras que m erecen evaluación m ás detallada. 

Red Solidaria optó por una estructura ya existente, el Fondo de Inversión Social para el 
D esarrollo Local (FISD L),35 pero su coordinación técnica y política corresponde a la Secretaría 
Técnica de la Presidencia y a un Consejo D irectivo en el que participan varias organizaciones 
gubernam entales de nivel m inisterial. Se supone que este Consejo se reúne dos veces al m es y 
su rol es asegurar la coordinación estratégica requerida para la im plem entación de la Red 
Solidaria, así com o abordar la pobreza extrem a en El Salvador.  

La coordinación técnica es responsabilidad de una D irección Ejecutiva que coordina con 
el FISD L y las organizaciones gubernam entales que participan en la Red Solidaria. La estructura 
de esta D irección Ejecutiva es m uy m odesta (cuatro em pleados m ás el D irector Ejecutivo) y 
jerárquicam ente está vinculada con la Presidencia, si bien está ubicada físicam ente en el FISD L. 
La coordinación interinstitucional requerida a este nivel se realiza en un Com ité Intersectorial 
en del cual las organizaciones representadas en el Consejo D irectivo son m iem bros. 

Los puntos focales para la Red Solidaria a nivel local están com puestos por el 
representante local del FISD L quien generalm ente es responsable de sólo dos m unicipios en 
los que se está im plem entando la Red, un enlace m unicipal que suele ser el Intendente, y los 
coordinadores m unicipales y regionales de la O N G  encargada del apoyo fam iliar y seguim iento 
en la localidad. A nualm ente el FISD L contrata a las O N G  por m edio de un proceso de licitación 
para la im plem entación del com ponente TM C en cada m unicipio. A ctualm ente existen cinco 
O N G  trabajando con los prim eros 32 m unicipios incluidos en el program a. Cuentan con un 
coordinador regional, así com o con un coordinador m unicipal y un equipo de jóvenes 
prom otores, que se suelen contratar localm ente, cada uno de los cuales es responsable de 
trabajar con 150-160 hogares. 

En la práctica, las O N G  son el vínculo entre los beneficiarios y el program a. Están 
encargadas de organizar eventos de incorporación para la firm a de convenios fam iliares, del 
m onitoreo del cum plim iento de las corresponsabilidades, de proporcionar sesiones de 
capacitación a las fam ilias beneficiarias, de coordinar, junto con el representante local del 
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FISD L, los eventos de pago, de recibir reclam os, y de adm inistrar y actualizar la inform ación 
requerida para el sistem a de registro de beneficiarios. 

Tekoporã es un program a de la Red de Prom oción y Protección Social (RPPS).36 Esta Red es 
la agencia ejecutora de Tekoporã y depende de la Secretaría de A cción Social (SA S). A  su vez, la 
U nidad Coordinadora Institucional (U CI), que depende de la RPPS, está encargada de los 
aspectos operativos del program a. Sin em bargo, la coordinación intersectorial la lleva a cabo el 
G abinete Social que facilita la interacción entre la SA S y los otros M inisterios, particularm ente 
el M inisterio de Educación y Cultura y el M inisterio de Salud. El M inistro de Educación es el jefe 
del G abinete Social. 

H asta 2006 el program a era totalm ente financiado con recursos del presupuesto de la 
nación, pero la am pliación será financiada por el Banco Interam ericano de D esarrollo (BID ) 
m ediante la reasignación de los fondos de un préstam o que fue acordado y firm ado en 
enero de 2003 para financiar al PRO PA IS II (Program a Paraguayo de Inversiones Sociales). 
Esta nueva alternativa de financiam iento fue posible gracias a que los térm inos del convenio 
PRO PA IS II contem plaron el financiam iento de un program a TM C com o una de sus 
inversiones potenciales. 

A  nivel local hay representantes, tales com o el supervisor departam ental, el enlace 
m unicipal, cuyo salario es parcialm ente financiado por el program a, y los guías fam iliares. El 
supervisor departam ental es una persona contratada por el program a para fungir com o punto 
focal entre la U nidad Coordinadora Institucional y las otras instituciones que participan en la 
im plem entación del program a, en particular los directores de los centros de salud y 
supervisores departam entales de educación, el enlace m unicipal, el com ité de selección de 
beneficiarios y los guías fam iliares. 

Los guías son responsables del apoyo fam iliar y el seguim iento de las fam ilias 
beneficiarias. En Tekoporã el trabajo del supervisor departam ental es una m ezcla del trabajo 
del representante del FISD L y de los coordinadores departam entales de la O N G  local en la Red 
Solidaria. Entre otras funciones se supone que los supervisores fiscalizan las actividades de los 
guías fam iliares quienes, al igual que los prom otores sociales en la Red Solidaria, son el vínculo 
directo entre las fam ilias beneficiarias y el program a. Los guías fam iliares son jóvenes que 
viven en el m unicipio y cuentan con por lo m enos la educación secundaria y cierta experiencia 
en trabajo social. Son responsables de 80 a 100 fam ilias (m enos que en la Red Solidaria) a 
quienes deben visitar al m enos una vez al m es. Estos guías son seleccionados, capacitados y 
contratados por la U nidad Coordinadora Institucional (U CI). 

5.2  VÍN CU LO S EN TRE LO S D IFEREN TES ESTA M EN TO S D EL G O BIERN O  

Los m unicipios em piezan a participar form alm ente en am bos program as una vez firm ado un 
acta o convenio con el gobierno nacional. Esto im plica la designación de un enlace m unicipal 
para el program a. Com o ya indicado arriba, el enlace m unicipal suele ser el Intendente u otro 
funcionario o representante electo que es designado por el Intendente para esta tarea en el 
caso de Red Solidaria. Su costo corre por cuenta de la m unicipalidad. En el caso de Tekoporã, el 
enlace es una persona nom inada por el Intendente y su salario corre parcialm ente (a veces 
totalm ente) por cuenta del program a. Idealm ente, el enlace debería ser un funcionario de la 
m unicipalidad al que se le daría un aum ento salarial financiado por la U CI com o rem uneración 
por las nuevas tareas relacionadas con el program a. 
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La participación del enlace m unicipal en la Red Solidaria cubre sus tres com ponentes y es 
una función adicional para la persona, la cual no recibe rem uneración específica ni incentivo. 
Sin em bargo, el hecho de que los com ponentes de la Red no sólo aum entan el m onto de 
efectivo que puede estim ular la econom ía local así com o financian m ejoras en la 
infraestructura de la localidad actúa com o aliciente para obtener la participación de las 
m unicipalidades salvadoreñas. 

En Tekoporã, el acta establece que la U CI y la m unicipalidad com partirán inform ación 
sobre el program a de tal form a a articular sus iniciativas en pro de las actividades. Tam bién 
establece que am bas partes deberían diseñar un plan operativo. Entre las responsabilidades de 
la m unicipalidad enum eradas en el acta se encuentran: la nom inación del enlace local, la 
prestación de apoyo (infraestructura) a las diferentes actividades que serán llevadas a cabo en 
el m unicipio (por ej.: sesiones de capacitación, actividades censuales; padrones; pago de 
prestaciones, m onitoreo y evaluación, y control de las condicionalidades), y por últim o, cierto 
apoyo financiero a actividades (no especificadas) relacionadas con el program a. 

D urante las visitas in-situ a las m unicipalidades piloto y sobre la base de entrevistas con 
intendentes y enlaces, observam os que las m unicipalidades sí aprueban el program a por las 
prestaciones que aporta a los m ás pobres de la com unidad y el estím ulo que aporta a la 
econom ía local. Sin em bargo, el nivel de com prom iso varía enorm em ente entre 
m unicipalidades piloto. En algunas de ellas existe interés en vincular las iniciativas locales con 
el program a, tales com o farm acia social en el distrito de Buena Vista, pero no siem pre es así.  

En realidad, en la m ayoría de los casos el acuerdo de trabajar conjuntam ente con la U CI 
para m ejorar la coordinación de program as que com batirían la pobreza parece ser sólo 
papel. D urante las entrevistas no hubo m ención alguna de un plan operativo en com ún 
vinculando los com ponentes del program a con las iniciativas m unicipales. H ubo cierta 
discusión sobre el apoyo m unicipal a los guías fam iliares, tal com o proveerles acceso a 
fotocopias gratis en la m unicipalidad y una cuota m ensual para gastos de com bustible a fin 
de subsidiar sus visitas a las fam ilias.37 

O  sea que los estam entos del gobierno que participan activam ente en el program a se 
lim itan al gobierno nacional y al gobierno m unicipal. N o hay papel establecido para la 
gobernación. En el caso de Tekoporã, el m anual operativo de 2004 incluyó ciertas actividades 
para un enlace departam ental en la im plem entación del program a. Sin em bargo, este enlace 
nunca se designó y un año después del lanzam iento del piloto, la introducción de los 
supervisores departam entales directam ente vinculados con la U CI llenó ese vacío. 

5.3  CO O RD IN A CIÓ N  D EL G O BIERN O , A SPECTO S A  N IVEL  
D E LA  O FERTA  Y RU TA S D E SA LID A  

La Red Solidaria fue lanzada en El Salvador com o parte de O portunidades, la estrategia social 
del gobierno. Esta estrategia se describe com o un esfuerzo por desarrollar capacidades y 
oportunidades para la inclusión social y económ ica. A dem ás de Red Solidaria, que se dirige a  
la población rural m ás pobre, O portunidades cubre otras cuatro áreas estratégicas: salud 
(Fosalud), juventud (Jóvenes), tecnología inform ática (Conéctate) y crédito (Tu Crédito). Pero  
la form a en que estos cinco program as interactúan no es tan obvia. A parentem ente no hay 
coordinación directa entre ellos, con la excepción de los proyectos de m icro-créditos que 
form an parte del com ponente de la Red de Sostenibilidad Fam iliar. Los cinco program as 
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parecen haberse agrupado m ás bien debido a una orden presidencial antes que por causa de 
una estrategia social bien articulada. 

N o obstante, se puede argum entar que la Red Solidaria sí logra una im portante 
coordinación intersectorial con los sectores de educación y salud, en particular a nivel 
nacional. Los M inisterios de Salud y Educación han participado en el program a desde su 
diseño, inclusive en la form ulación del m arco lógico, la definición de corresponsabilidades y la 
identificación de m ecanism os de seguim iento.  

En la fase de im plem entación existen socios im portantes a nivel de la oferta que tienen 
que estar vinculados con un program a tipo TM C: la Extensión de Servicios de Salud (ESS) y la 
Red de Escuelas Efectivas (REE) han sido focalizadas hacia los m ism os m unicipios a los que 
llega la Red.38 A dem ás, estos M inisterios tam bién están participando en la evaluación del 
im pacto cuyo inicio está program ado en el 2007. Esta coordinación se lleva a cabo no 
solam ente a nivel político a través del Consejo D irectivo de la Red, sino tam bién a nivel técnico 
a través del Com ité Intersectorial. 

Es m ás, la Red da un paso m ás y agrega responsabilidades para el personal de salud y 
educación com o resultado de su com ponente TM C. A  través de su segundo com ponente 
destina recursos adicionales al fortalecim iento de la infraestructura de educación y salud. 
En consecuencia, la Red no pretendía ser solam ente una carga adicional a, o una 
reorientación de los fondos de los gabinetes m inisteriales hacia estos sectores; la Red 
im plicaba una inyección de nuevos fondos y un im pacto potencialm ente m ayor para los 
m ism os program as m inisteriales. 

N o obstante, incluso con una coordinación de este tipo y el diseño integrado de la Red 
Solidaria, el program a experim entó lim itaciones a nivel de la oferta. Por ejem plo, la prensa ha 
señalado que el principio del año lectivo en el que se introdujo la Red en los prim eros 15 
m unicipios identificados, se sufrió de escasez de aulas, equipo y m aestros que pudieran 
responder al aum ento en la m atrícula escolar resultante del program a. 

Funcionarios del M inisterio de Educación han confirm ado estas dificultades, pero 
señalaron que m uchas escuelas urbanas del país tam bién suelen sufrir estos problem as. La 
novedad fue que ocurrieron en áreas rurales pobres y distantes, antes ‘invisibles’, y que hubo 
que solucionar los problem as rápidam ente para no poner en jaque las corresponsabilidades 
del program a. En este sentido, los incentivos para la dem anda de servicios sociales, 
especialm ente cuando están vinculados a un program a visible com o la Red Solidaria, podrían 
actuar com o presiones positivas para la expansión de la cobertura de los servicios y ayudar a 
m otivar a la población a que acceda a sus derechos básicos. 

U na cuestión im portante, que no aparece com o program a específico del sector educación 
vinculado a la Red, es el transporte escolar. Puesto que la m ayoría de los beneficiarios de la Red 
viven en zonas rurales que a m enudo no cuentan con transporte público ni con cam inos 
adecuados, la distancia a la escuela puede representar un serio obstáculo para la asistencia de 
los niños. A parentem ente cada red escolar seleccionada en base al program a de la REE podría 
asignar parte de su financiam iento a instaurar rutinas de transporte, pero no existe un 
program a nacional que encare adecuadam ente esta lim itación potencial a nivel de la oferta. Es 
m ás, tal vez no alcancen los fondos de la REE para ofrecer una solución apropiada. 

Los aum entos resultantes de la Red Solidaria en el sector salud tam bién requirieron 
m edidas para contratar m ás m édicos y enferm eras y encontrar otros abordajes ‘creativos’ tales 
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com o redirigir a estudiantes de m edicina que estuvieran cum pliendo su servicio social a los 
m unicipios de la Red. Se requiere m ás investigación para saber si estas respuestas fueron m ás 
que sim ples im provisaciones que salvaron el objetivo inm ediato de asegurar que los 
beneficiarios cum plan con las corresponsabilidades del program a, y por ende contribuyan a 
ofrecer a los beneficiarios acceso sostenible a servicios públicos de calidad en educación y salud. 

A  nivel m unicipal, la vinculación de los prestadores de servicios con la Red Solidaria se 
relaciona m ayorm ente con alim entar el flujo de inform ación relacionado con la verificación de 
las corresponsabilidades, que es m onitoreado por las O N G  en m ateria de apoyo fam iliar y 
seguim iento. En el caso de los prestadores de servicios visitados durante la investigación de 
cam po, encontram os que el grado de conocim iento del program a parecía ser m ayor en el 
personal de salud que en el personal de educación. Esto podría deberse al hecho de que el 
director de la unidad de salud m unicipal es m iem bro del com ité m unicipal, m ientras que el 
representante de educación pertenece al ám bito departam ental.  

La coordinación entre el com ponente TM C y el com ponente de sostenibilidad fam iliar 
es m enos visible en la Red. Los proyectos productivos de la Red Solidaria son coordinados 
por el M inisterio de A gricultura m ientras que el m icro-crédito es responsabilidad del Banco 
M ultisectorial de Inversiones. Estas iniciativas podrían coincidir en m ateria de focalización 
geográfica pero, debido a sus propios requerim ientos y criterios específicos de 
elegibilidad, los beneficiarios no son necesariam ente los m ism os hogares que reciben las 
transferencias m onetarias. 

A dicionalm ente, el com ponente productivo de la Red parece ser el m ás frágil en 
cuestión de recursos. Esto tal vez se deba al escaso énfasis en la prom oción de las salidas 
para el com ponente TM C cuya base no sea dem ográfica. O tra posibilidad m encionada en 
una entrevista es que construir infraestructura es m ás visible y m enos com plejo que 
prom over proyectos productivos que absorben m ucho tiem po y que puedan realm ente 
ejercer un im pacto. 

Tekoporã tam bién es parte de una estrategia m ás am plia, es decir, de la Estrategia 
N acional de Lucha contra la Pobreza. El objetivo de esta Estrategia es garantizar a todos los 
ciudadanos viviendo en pobreza acceso a las condiciones sociales y políticas esenciales para 
ejercer sus derechos y desarrollar sus potencialidades de m anera integrada, y así detener un 
círculo de pobreza que se auto-refuerza. A  tal efecto la Estrategia considera que es necesario 
instaurar una nueva gestión pública que se focalice en la coordinación intersectorial de las 
políticas públicas a fin de ofrecer un conjunto integral de servicios públicos a la población que 
vive en pobreza. 

La Secretaría de A cción Social (SA S) es la institución encargada de esta articulación. D e 
hecho, la SA S participa en las tres áreas tem áticas de la Estrategia: 1) Protección Social 
com puesta de program as que buscan atender las necesidades básicas de las fam ilias 
vulnerables; 2) Prom oción Social com puesta de program as que encaran la exclusión social por 
m edio de la prom oción de organizaciones com unitarias y servicios e infraestructura 
com unitarios, y el fortalecim iento de los gobiernos m unicipales; y 3) Inclusión Económ ica 
com puesta de program as que garantizan el apoyo financiero y técnico para m ejorar la calidad 
y la productividad de las pequeñas em presas, incluyendo el desarrollo de redes inclusivas con 
una am plia base social, y para proveer program as de capacitación. 
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El rasgo principal de la estrategia intersectorial es su orientación hacia una población 
m eta específica, es decir los pobres. Para esto, instrum entos adecuados para la focalización, la 
selección objetiva de los beneficiarios, el m onitoreo y la evaluación son elem entos cruciales 
para asegurar el éxito. Las herram ientas utilizadas y discutidas en la estrategia de focalización 
de Tekoporã - es decir el IPG  y el ICV – serán utilizadas tam bién en la iniciativa intersectorial. 
Consecuentem ente queda claro que la inclusión de los beneficiarios de Tekoporã en los tres 
com ponentes de la Estrategia es un paso fundam ental para la im plem entación de la m ism a. 

Sin em bargo, si bien la Secretaría de A cción Social (SA S) es la entidad responsable de 
garantizar el acceso de los beneficiarios de Tekoporã a sus derechos, ella no es responsable del 
sum inistro de insum os de educación y salud, ni de otros insum os necesarios para prom over la 
inclusión social y económ ica. D e hecho, el ente responsable de diseñar y coordinar program as 
sociales es el G abinete Social. Por lo tanto, cuando la U nidad Coordinadora Institucional (U CI) 
avisa a la SA S de que está sufriendo problem as en la oferta que obstaculizan el cum plim iento 
de las condicionalidades por parte de las fam ilias beneficiarias, el paso siguiente es contactar 
con el gabinete m inisterial responsable y/o el G abinete Social para resolver el problem a. Sin 
em bargo, un análisis de la experiencia piloto de Tekoporã revela que este trám ite tiene sus 
com plicaciones. 

Los gabinetes m inisteriales – particularm ente en los sectores de salud y educación – no 
participaron en el diseño de Tekoporã. Esto resultó ser un grave problem a que ha conducido 
a dificultades para obtener personal de enlace en cada gabinete m inisterial que participe en 
la im plem entación del program a. Éste fue el caso del M inisterio de Salud donde varias veces 
se cam bió el enlace designado para fungir de enlace entre el program a y el M inisterio de tal 
form a que se retrasó la obtención de un consenso sobre la utilidad de las condicionalidades 
de salud y el papel que desem peñaría el personal de salud a nivel local en el m onitoreo de 
las m ism as. 

Cabe destacar que hubo cierta expectativa de que la carga adicional ocasionada por el 
program a, debido a las tareas de m onitoreo, resultaría en algún tipo de retribución financiera 
para el personal del caso. La falta de un presupuesto específico para inversión en 
infraestructura en los sectores de salud y educación, al contrario de la experiencia de Red 
Solidaria, fue otro obstáculo sufrido en la im plem entación del program a, por lo m enos en su 
fase experim ental. 

En junio de 2006, el G abinete Social firm ó un acuerdo en el que se com prom etía a: 1) 
m ejorar la oferta de los servicios bajo la responsabilidad de los gabinetes m inisteriales en 
todos los m unicipios participantes en el program a Tekoporã de tal m odo que las 
condicionalidades puedan ser efectivam ente cum plidas; 2) aum entar el presupuesto 
destinado a los m unicipios seleccionados a fin de responder a la nueva dem anda generada por 
el program a por m edio de dinero asignado al m ejoram iento de la infraestructura y a aum entar 
los recursos hum anos; 3) acelerar un plan de protección social intersectorial para ofrecer 
program as com plem entarios para la población vulnerable; y 4) nom brar a un com ité que se 
encargaría de verificar que se estén cum pliendo los com prom isos arriba descritos. 

La necesidad de que el G abinete Social firm e un acuerdo casi un año después del inicio 
del piloto dem uestra claram ente que la coordinación intersectorial necesaria no estaba en 
m archa. A ún no se ha realizado una evaluación rigurosa de la experiencia de El Salvador, pero 
en principio se podría destacar la incorporación de gabinetes m inisteriales en el proceso de 
diseño y la introducción de un presupuesto específico para encarar las lim itaciones en la oferta 
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en ese país com o m ejores prácticas potenciales. Estas prácticas pueden facilitar la 
coordinación del trabajo entre la agencia ejecutora del program a y los gabinetes m inisteriales 
a nivel nacional y local. 

La inclusión del com ponente ‘apoyo fam iliar social’ en Tekoporã ocurrió durante la 
im plem entación del program a piloto. Este com ponente no se m enciona en el m anual 
operativo de 2004. Basados en el estudio de docum entos y entrevistas con los directores, 
concluim os que se introdujo este com ponente por dos m otivos: 1) una percepción de que la 
transferencia m onetaria no sería suficiente para m ejorar otras dim ensiones de bienestar en el 
hogar – en particular no podría sacar al hogar de la pobreza extrem a en el plazo de tres años; 
2) la falta de instituciones locales que pudieran vincular el program a efectivam ente con los 
beneficiarios. Sería una tarea im posible que el enlace m unicipal fuera el punto focal para m ás 
de 1000 fam ilias, por lo que era lógica la decisión de incluir a guías fam iliares en el 
com ponente de apoyo fam iliar. 

Si bien se percibe el com ponente de sostenibilidad fam iliar en la Red Solidaria com o una 
estrategia de salida (aunque no desem peñe un papel protagónico en el program a), en 
Tekoporã la estrategia de salida se basa en el trabajo realizado por los guías fam iliares, es decir 
el denom inado ‘apoyo fam iliar social’. Los guías fam iliares tienen una serie de tareas que van 
desde apoyo real otorgado a las fam ilias a la recolección de datos para verificar el progreso de 
la fam ilia respecto de las corresponsabilidades y las actividades adicionales. 

D urante visitas y entrevistas in-situ con m iem bros de las com unidades, pudim os observar 
que gran parte del énfasis del program a recae en el rol del apoyo social provisto por los guías 
fam iliares. D e hecho, a veces su trabajo es visto por los m iem bros de la com unidad (directores 
de escuelas, m iem bros del com ité de selección de beneficiarios, inform antes locales) com o 
m ás im portante que las m ism as transferencias o que las condicionalidades relacionadas con la 
educación y la salud. Según los guías fam iliares entrevistados en nuestras visitas de cam po, 
gran parte de sus actividades consisten en discutir y planificar una estrategia con las fam ilias 
para aum entar su potencial productivo. 

En general los guías fam iliares alientan a las fam ilias a cultivar una huerta y criar 
anim ales para auto-consum o con un excedente com erciable; tam bién prom ueven la 
planificación presupuestaria del hogar y fom entan la creación de com ités de beneficiarios 
(com unitarios) que harían las veces de cooperativa de producción. Esto últim o ha conducido 
a la producción de jabón y chipas basado en una notoria división del trabajo por género, tal 
com o m encionado arriba. 

A dem ás de la contribución de los com ités, a veces las sesiones form ativas incorporan 
ciertos elem entos relacionados con actividades productivas. Los guías fam iliares tam bién 
discuten la im portancia del cuidado de la salud, higiene, educación y de una dieta apropiada y 
variada para el bienestar general de la fam ilia, y de los niños en particular. Tam bién están a 
cargo de tratar los problem as de violencia dom éstica y fam iliares, tales com o el alcoholism o y 
el abuso de drogas. 

D e conform idad con las fases que las fam ilias deberían atravesar en un plazo de tres años, 
los guías fam iliares deberían trabajar y evaluar las siguientes dim ensiones: 

1. Prim era fase (6 m eses): las corresponsabilidades para salud y educación y 
actividades com plem entarias relacionadas con la identificación (obtención de 
cédulas de identidad), una dieta saludable e higiene; 
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2. Segunda fase (12 m eses): corresponsabilidades en salud y educación y actividades 
com plem entarias relacionadas con un dieta saludable e higiene; m ás actividades 
generadoras de ingresos, auto-consum o y producción; alfabetización y 
capacitación para actividades laborales; 

3. Tercera fase (12 m eses): corresponsabilidades en salud y educación y actividades 
com plem entarias relacionadas con la higiene; actividades generadoras de 
ingresos, auto-consum o y producción; alfabetización y capacitación para 
actividades laborales; y interacción fam iliar; 

4. Cuarta fase (6 m eses): corresponsabilidades en salud y educación y actividades 
com plem entarias relacionadas con la higiene; actividades generadoras de 
ingresos, auto-consum o y producción; y interacción fam iliar. 

 

A lgunas de las actividades productivas arriba m encionadas podrían m ejorar el bienestar 
de las fam ilias pero es difícil que logren sacar a los beneficiarios de la pobreza si no están 
integradas a un conjunto m ás am plio de políticas. Se han em prendido iniciativas en este 
sentido. Por ejem plo, se m encionó en una de las visitas in-loco que el M inisterio de A gricultura 
había intentado proveer asistencia técnica a los beneficiarios, pero un gran obstáculo es el 
hecho de que están acostum brados a trabajar con agricultores que son dueños de m ucho m ás 
tierra que el típico beneficiario del Tekoporã. Para este últim o un lote de seis hectáreas parece 
ser el tope de propiedad o de acceso a la tierra.39 

La falta de tecnología y políticas apropiadas para encarar dichas lim itaciones parece ser 
un gran obstáculo a la participación de otros m inisterios en el program a, incluso si se deja de 
lado la expectativa de coordinar un conjunto m ás am plio de m inisterios e instituciones. Esto 
pone de relieve las dificultades en coordinar la protección social, la prom oción social y la 
inclusión económ ica en un solo program a. En este sentido, un reto para los directivos de 
Tekoporã es dejar bien en claro a los participantes y a la sociedad civil a nivel de las bases 
cuáles son los objetivos del program a de tal m odo que los beneficiarios no esperen del 
program a m ás de lo que el program a puede (y debería) ofrecer. 

6  CONCLU SIÓ N: CU ELLOS DE B OTELLA Y  EX PERIENCIA ADQ U IRIDA 

En este D ocum ento de Trabajo hem os discutido los conflictos potenciales que pueden 
surgir a partir de los dos objetivos de los program as TM C, es decir aliviar la pobreza a corto 
plazo y a la larga rom per el círculo intergeneracional de pobreza. Estos conflictos afectan 
varias dim ensiones, a ser la estrategia de focalización, la im plem entación de 
condicionalidades, las reglas de ‘graduación’, la coordinación institucional y las rutas de 
salida. Las experiencias de El Salvador y Paraguay en torno a estas dim ensiones ilustran los 
retos planteados por la im plem entación de program as TM C en países con lim itaciones 
institucionales y financieras significativas. 

Las lim itaciones financieras representan un gran reto puesto que determ inan el tam año 
del program a (por ej. cuántos beneficiarios puede cubrir) y su alcance (por ej. cuáles 
actividades adicionales puede costear el program a). H em os observado que ni Red Solidaria ni 
Tekoporã busca cubrir a todos los hogares viviendo en pobreza extrem a en sus respectivos 
países.40 El tam año y alcance de cada program a tam bién tiende a plantear dilem as. Por 
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ejem plo, introducir actividades de apoyo fam iliar claram ente desvía fondos del com ponente 
de transferencias m onetarias. En este sentido hem os observado que si bien el enfoque de Red 
Solidaria es la acum ulación de capital hum ano (el com ponente de la Red de Sostenibilidad 
Fam iliar no cuenta con la m ism a prioridad que el com ponente de transferencias m onetarias), 
Tekoporã ha logrado cam biar su enfoque a actividades relacionadas con apoyo fam iliar social 
sin m ayores cuestionam ientos. 

Sin em bargo, estas opciones no siem pre parecen ser el resultado de una decisión 
consciente en una dirección u otra. Por ejem plo, hem os visto que ni la Red Solidaria ni 
Tekoporã optaron por criterios de focalización que dieran m ayor ponderación a variables que 
determ inan resultados en capital hum ano. En realidad am bos adoptaron una estrategia de 
focalización basada en m edidas de pobreza que enfatizan el alivio de la pobreza a corto plazo. 

O tro ejem plo de tensión que resulta del esfuerzo por lograr am bos objetivos en 
condiciones de lim itaciones de capacidad es la restricción de las transferencias de Red Solidaria 
– a pesar de su enfoque en la acum ulación de capital hum ano – a fam ilias con niños que no 
hayan com pletado sexto grado y con al m enos un niño m enor de 15 años. El program a 
‘gradúa’ a hogares con sólo un niño cuándo éste cum ple 15 años aunque éste no haya 
com pletado sexto grado. 

Estas restricciones contradicen la m eta de asegurar por lo m enos la educación básica para 
todos y de hecho podría generar incentivos negativos en m ateria de prom oción al grado 
siguiente en estudiantes que no cuentan con el ratio edad/grado pertinente. Cuando no hay 
repetición de grado ni abandono escolar, los estudiantes llegarían a sexto grado a la edad de 
12 años y no a los 15 años.41 En Tekoporã, que se distanció de la acum ulación de capital 
hum ano, un niño puede perm anecer en el program a hasta com pletar el ciclo de educación 
básica (hasta noveno grado) independientem ente de su edad. Esto es m uy im portante debido 
a la variación en el valor de la prestación según el núm ero de niños. En consecuencia, siem pre 
y cuando las reglas de salida se basen en criterios de edad/grado apropiados, el abordaje de 
Tekoporã parece ser m ás conducente a resultados en capital hum ano. 

N o obstante, las incertidum bres en torno a las reglas de ‘graduación’/salida y a cóm o 
estas reglas coinciden con los objetivos program áticos constituyen un reto crucial para 
am bos program as. D esde la perspectiva de la acum ulación de capital hum ano, un plazo de 
tres años en el program a es m uy poco para lograr un im pacto sostenible. Q ueda por verse si 
estos dos países copiarán la experiencia de Colom bia en la que no se observa este lím ite de 
tiem po en el program a, o si crearán reglas de ‘graduación’/salida o estrategias de retirada 
progresiva m ás coherentes. 

Respecto de la gestión de las condicionalidades, Tekoporã no ha m onitoreado las 
corresponsabilidades en el prim er año y m edio del program a piloto. Esto se debió sobre todo a 
la falta de coordinación institucional entre los gabinetes m inisteriales y la agencia ejecutora. 
Esto ha conducido a un convenio con el G abinete Social para canalizar m ás recursos a los 
m unicipios cubiertos por el program a y fortalecer la coordinación entre los m inisterios para 
encarar las lim itaciones en la oferta así com o el m onitoreo de las condicionalidades. 

El papel de los guías fam iliares será protagónico en el proceso de aceleración de la 
recolección de datos sobre el cum plim iento de las condicionalidades a fin de determ inar, en 
parte, cualquier descuento necesario en el valor de las transferencias. Estas nuevas m edidas 
tom adas por Tekoporã se asem ejan a las ya im plem entadas por la Red Solidaria donde los 



Fábio Veras Soares  y  Tatiana Britto 29 

gabinetes m inisteriales han participado en el program a desde su inicio y las condicionalidades 
son m onitoreadas de cerca m ediante una activa participación de O N G  responsables del 
seguim iento de las fam ilias beneficiarias. 

A dem ás de la coordinación entre los gabinetes m inisteriales, está la problem ática de la 
coordinación entre los diferentes estam entos del gobierno. M ás allá de la designación de los 
enlaces locales, el rol de las m unicipalidades aún no está claro. Las m unicipalidades firm an un 
convenio con la agencia ejecutora del program a del gobierno nacional, pero en la práctica su 
participación parece ser m uy lim itada. N o queda claro si esto se debe a una falta de recursos o 
voluntad política. D e igual m anera, existe poca coordinación a nivel local entre las 
instituciones respectivas de los diferentes gabinetes m inisteriales (principalm ente de los 
m inisterios de salud y educación), las m unicipalidades y los representantes del program a. 

En Paraguay la ausencia de una m ínim a estructura oficial a nivel de las bases que pueda 
vincular el program a con los beneficiarios condujo a la introducción de los guías fam iliares. En 
El Salvador las O N G  desem peñan un papel sim ilar. Esta falta de capacidad institucional a nivel 
local, adem ás de ser un problem a en sí m ism o, dificulta el financiam iento del program a. 
Establecer esta capacidad tiende a drenar los recursos del com ponente de transferencias 
m onetarias lo cual podría conducir a una reducción en el núm ero m eta de fam ilias 
beneficiarias. A dem ás, el costo de estas nuevas estructuras frente al tam año total del 
program a y su eficacia para contribuir al cum plim iento de las responsabilidades am erita un 
análisis m ás profundo.42 

A dem ás del m onitoreo de las condicionalidades y de vincular el program a con los 
beneficiarios, los guías fam iliares del Tekoporã están a cargo del com ponente de apoyo 
fam iliar que es considerado com o una estrategia de salida del program a. Sin em bargo, esta 
iniciativa, que se asem eja al m odelo Puente/Chile Solidario (un enfoque m uy popular en 
m uchos program as TM C nuevos), podría ser contraproducente sim plem ente porque m uchos 
de los program as y políticas disponibles en un país com o Chile probablem ente ni existan en 
países m ás pobres. 

En Red Solidaria, la Red de Sostenibilidad Fam iliar parece cum plir con el propósito de 
proveer una estrategia de salida para los beneficiarios a través de la provisión de 
actividades generadoras de ingresos. Sin em bargo, no opera bajo el supuesto de que los 
beneficiarios de las iniciativas de m icro-crédito tam bién son fam ilias beneficiarias del 
com ponente de transferencia m onetaria. U n vínculo tal im plicaría un nivel superior de 
coordinación entre la agencia ejecutora y otros m inisterios, tales com o el M inisterio de 
A gricultura, que no suelen ser los gabinetes m inisteriales habituales. Este proceso 
agregaría un estam ento m ás de coordinación institucional para program as que ya están 
luchando por resolver aspectos fundam entales 

Parece que la dem anda por estas estrategias de salida resulta de la incom odidad de 
ciertos sectores de la sociedad de aceptar que tal vez sea necesario entregar dinero a hogares 
pobres por un periodo de tiem po largo, es decir hasta que los niños com pleten el ciclo de 
educación básica. A  fin de responder a esta inquietud, los directivos del program a han tendido 
a diseñar, de m anera relativam ente expedita, estrategias de salida que probablem ente no 
funcionen en un plazo de tan sólo tres años o que no estén bien adaptadas a las necesidades y 
problem as concretos de los beneficiarios. Por lo tanto, en lugar de reducir la tensión entre los 
dos objetivos originales de los program as TM C, el agregado de esta nueva dem anda puede 
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derivar en aún m ayores com plicaciones, exacerbando las contradicciones entre los dos 
objetivos y cam biando sustancialm ente el diseño y la im plem entación de los program as. 

O tro aspecto de envergadura en el que es decisiva la voluntad política para im plem entar 
program as TM C es si los program as TM C se consideran com o políticas tem porales puestas en 
m archa para incidir en una generación o com o un com ponente perm anente del sistem a de 
protección social de un país que busca proteger a aquellos que han sido tradicionalm ente 
excluidos de los program as sociales convencionales y de las redes de seguridad coadyuvantes. 

En la práctica esta problem ática se resuelve con el diseño estático o dinám ico del 
program a TM C, es decir si cuenta con una estrategia para incorporar a nuevos beneficiarios. 
Tanto Tekoporã com o Red Solidaria han adoptado un enfoque estático – a diferencia de 
O portunidades en M éxico, Bolsa Fam ilia en Brasil y Puentes/Chile Solidario en Chile que cuentan 
con un enfoque dinám ico gracias al cual cada año se incorporan nuevos beneficiarios. Es 
probable que las lim itaciones presupuestarias y la necesidad de apoyo político de las elites y 
clases m edias, o sea de los votantes influyentes que no son beneficiarios potenciales, 
determ inen si estos program as seguirán siendo estáticos o si llegarán a ser dinám icos. 

En pocas palabras, hem os visto que los factores de econom ía política que inciden en la 
evolución concreta de los program as TM C en países tales com o El Salvador y Paraguay que 
sufren de lim itaciones en la capacidad financiera e institucional, podrían alejar a estos 
program as de sus dos objetivos originales y/o generar m ayores contradicciones o tensiones 
entre los m ism os. Estos cam bios no siem pre van en la m ism a dirección, m ientras que algunos 
com ponentes se ven debilitados, se agregan otros com ponentes a fin de responder a las 
críticas que recibe el program a. 

En últim a instancia, la m ayor parte de las críticas se fundam entan en la idea de que las 
transferencias m onetarias a los pobres no constituyen un buen m odelo de protección social, aún 
cuando las transferencias estén sujetas a condicionalidades. Tal vez la pregunta de m ayor peso 
en m ateria de la econom ía política de los program as TM C, pero que no com pete a este estudio, 
es ¿quién se opone a los program as de transferencias m onetarias y cuáles son sus razones?  
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NOTAS 

 

1. Progresa/O portunidades en M éxico ha sido evaluado en varias dim ensiones por diferentes equipos de evaluación externos. 
Este proceso ha generado gran parte de la evidencia que ha inform ado a la m ayor parte de la discusión internacional en 
torno a los im pactos de las TM C. Estas evaluaciones están en 
<http://evaluacion.oportunidades.gob.m x:8010/en/index.php>. Con relación a la experiencia brasilera, evaluaciones a 
pequeña escala de las prim eras experiencias centralizadas con TM C a nivel m unicipal y estatal han apoyado a dichos 
program as sobre la base de la evidencia, tanto así que el gobierno nacional decidió im plem entar program as TM C en todo el 
país. Este proceso culm inó con la creación de la Bolsa Fam ilia en 2003 m ediante la fusión de diferentes program as TM C. 

2. D e igual m anera, una estrategia de protección social que no incorpora al típico beneficiario TM C no puede ser 
considerada com o integral. D e hecho, las condicionalidaes y el efecto potencial en la acum ulación de capital hum ano no 
son la gran novedad de los program as TM C en la m ayoría de los países latinoam ericanos tal com o se suele indicar, sino el 
hecho de que se incorpora una proporción significativa de la población pobre en algún tipo de plan de protección social. 

3. Algunos program as TM C han adoptado un enfoque diferente a las condicionalidades. Por ejem plo, la Bolsa Fam ilia de 
Brasil encara las condicionalidades com o m ecanism os para asegurar el acceso de los pobres a derechos básicos tales com o 
la educación y la salud, antes que com o m ecanism os que los beneficiarios deban cum plir a fin de continuar en el program a. 

4. Cabe destacar que Fam ilias en Acción de Colom bia tiene un lím ite de tres años para que las fam ilias perm anezcan en el 
program a, pero nunca se cum plió con este lím ite (N uñez y Cuesta, 2006). Q ueda por ver si los países con lim itaciones en 
la capacidad financiera e institucional que recientem ente iniciaron program as TM C realm ente ‘necesitan’ el lím ite de tres 
años debido a lim itaciones presupuestarias o están usando este lím ite para contar con tiem po para consolidar y 
estructurar el program a, obtener apoyo político y luego reem plazar este lím ite de tiem po con un estándar de 
elegibilidad relacionado con la edad o grado. 

5. A sí com o Bolsa Fam ilia, Puente-Chile Solidario tam bién señala que su abordaje es garantizar el cum plim iento de 
derechos básicos. En el caso del program a chileno, el derecho m ás im portante a ser cum plido es el derecho a la 
alim entación. Esto se debe a la focalización del program a en los extrem adam ente pobres. U na vez asegurado este 
derecho m ediante las transferencias, se puede avanzar hacia un abordaje de ‘desarrollo de capacidades’ a través de 
apoyo psico-social que ayude a las fam ilias a lograr un nivel m ínim o en las diferentes dim ensiones de bienestar (Cohen y 
Villatoro, 2006). 

6. Sin em bargo, existe el riesgo de que al enfatizar las salidas y estrategias de auto-ayuda en dem asía, al final el program a 
term ine im poniendo condicionalidades adicionales a los beneficiarios, así com o conduciendo a efectos excluyentes 
sobre grupos que no pueden trabajar. 

7. Cabe destacar que el plan de gobierno izquierdista del Frente Farabundo M artí para la Liberación N acional (FM LN ) – el 
otro partido contestatario fuerte en las elecciones de 2004 – m encionó bajo sus prioridades educativas el 
establecim iento de becas escolares para com batir el abandono escolar, las bajas tasas de asistencia escolar y el trabajo 
infantil. Por lo tanto parecería que las transferencias m onetarias ya habían surgido para propósitos de capital hum ano 
com o un ‘consenso’ entre los dos partidos m ás fuertes, por lo m enos a nivel program ático. 

8. D ecreto Ejecutivo N o. 11 del 4 de m arzo de 2005, m odificado por D ecreto Ejecutivo N o. 42 del 16 de m ayo de 2005. 

9. Esta iniciativa com enzó en diciem bre de 2000 con la participación de expertos nacionales e internacionales y el apoyo 
del BID , Banco M undial, O IT y PN U D . 

10. Tekoporã cuenta con dos m anuales operativos: uno redactado en 2004 para la preparación del piloto y otro que se 
está com pletando con un acuerdo de préstam o del BID . Este últim o, al que nos referirem os com o el m anual operativo de 
2007, incorpora todos los cam bios que ocurrieron durante la im plem entación del piloto,así com o algunos cam bios 
sugeridos por los negociadores del BID . 

11. La últim a versión del m anual operativo de 2007, que aún falta ser aprobada (y confirm ada), ha cam biado estos 
objetivos de form a significativa. A hora se enfatiza claram ente el com ponente vinculado con el apoyo social provisto a la 
fam ilia. Se señala que el objetivo general es m ejorar la calidad de vida de los beneficiarios a través del uso de servicios 
básicos e instrucción sobre buenas prácticas en salud y educación. Los objetivos específicos son (1) aum entar los 
recursos del hogar con la transferencia y (2) proveer apoyo social fam iliar con el seguim iento de las corresponsabilidades.  

12. N o se detallaron estos criterios en el m anual operativo del program a sino en la nueva directriz operativa para los 
com ités m unicipales, que aún se está dando a conocer a los m iem bros del com ité. 

13. D urante las entrevistas realizadas con los directivos del program a, se m encionó que no estaba asegurado el uso del 
análisis proxy m eans test, al m enos así com o form ulado en un prim er m om ento. Se están realizando otros análisis con la 
fórm ula y otras alternativas de focalización con la base de datos de beneficiarios a fin de confirm ar la validez y 
aplicabilidad de la focalización.   

14. El IPG  clasifica los distritos m ás pobres en el país sobre la base de datos recabados por el Censo de 2002 y la Encuesta 
Perm anente de H ogares (EPH ) de 2003. Valiéndose de m apa de pobreza, el program a utilizó los datos de la EPH  para 
calcular las estadísticas de pobreza a nivel de los distritos. 

15. Se cam bió esta fórm ula después del program a piloto de Tekoporã. A hora el IPG  clasifica a 66 m unicipios que se 
priorizarán no sólo para la im plem entación del program a TM C sino tam bién para otras iniciativas de desarrollo y 
reducción de la pobreza. 

16. Esto lo dem uestra el hecho de que entre los 20 distritos con un puntaje m ayor de 20 puntos sólo se seleccionó a 
Buena Vista com o uno de los cinco distritos del program a piloto. 

17. Esta restricción ya estaba presente en el m anual operativo de 2004 y su cum plim iento fue confirm ado por el análisis 
del docum ento del program a y entrevistas con los directivos del program a. 



 
 

18. El BID  ha sugerido que Tekoporã debería adoptar un análisis proxy m eans test basado en el m ism o conjunto de 
variables utilizado para calcular los ICV com o sus criterios de selección. Conform e a la últim a versión del m anual 
operativo, los hogares en el grupo II del ICV sólo se convertirán en beneficiarios si tam bién están por debajo de la línea de 
extrem a pobreza. Sin em bargo, no queda claro si reportarán sus ingresos ellos m ism os o si se estim arán m ediante un 
análisis de proxy m eans. 

19. Parecería que este com ponente no form ará parte del m anual operativo de 2007. H abrá un periodo de 20 días durante 
el cual las fam ilias pueden avisar que no han sido contactadas por los enum eradores del censo. U na vez com pletado el 
censo, no se pueden agregar nuevas fam ilias a la base de datos de beneficiarios potenciales. 

20. Este problem a no ocurrirá en la expansión del program a puesto que, según el m anual operativo de 2007, sólo 
hogares en áreas rurales serán elegibles para el program a. 

21. Pero, en general, este trabajo es realizado por el representante local de la agencia ejecutora para ese m unicipio o por 
el enlace m unicipal del program a. 

22. Los cálculos sobre la base de las estadísticas presentadas en el m apa de pobreza m uestran que las tasas de pobreza 
varían de 66%  a 89%  en los 32 m unicipios del prim er cluster (FLA CSO , 2005). 

23. En cierto sentido, el com ponente de sostenibilidad fam iliar de la Red Solidaria parece haber sido incluido para lidiar 
con esta problem ática puesto que abarca proyectos productivos y planes de m icro-créditos com o m ecanism os de 
generación de ingresos o diversificación. Sin em bargo, tal com o se discutirá a continuación, no se le ha prestado m ucha 
atención a este com ponente en el program a y sus vínculos con el com ponente TM C son débiles. 

24. El m anual operativo de 2004 m enciona que la re-evaluación de la condición de pobreza de la fam ilia debería basarse 
en el ICV. Esto fue revisado basado en el reconocim iento que el puntaje ICV de la fam ilia cam biaría  poco puesto que las 
variables estructurales que com ponen este índice son relativam ente estables. 

25. En la siguiente sección se ofrecen m ás detalles del trabajo y deberes de los guías fam iliares. 

26. A ún no queda claro cóm o se realizará esta evaluación del progreso de la fam ilia. 

27. D e hecho, algunos guías fam iliares utilizan la posibilidad de quedarse m ás de tres años en el program a com o 
incentivo para que las fam ilias participen en las actividades com plem entarias. Esta estrategia no es endosada por los 
directivos a nivel nacional, pero es una práctica  bastante com ún entre los guías fam iliares en los m unicipios piloto. 

28. La Bolsa Fam ilia de Brasil parece ser una excepción, que no im pone lím ite de tiem po a la perm anencia en el program a 
pero utiliza el registro único com o m ecanism o de actualización y verificación de la concordancia com o m étodo de 
com probación de la elegibilidad de la fam ilia para el program a. La inform ación en el registro único tiene que ser 
actualizada cada dos años. 

29. Es llam ativo que este m ecanism o se creó hace sólo seis años después del lanzam iento de Progresa en 1997. El abordaje 
de capital hum ano de este program a y las evaluaciones del im pacto que no m ostraron ninguna incidencia negativa sobre la 
oferta laboral de adultos de cierta form a ha ayudado a este program a a evitar las enérgicas refutaciones en torno al tem a de 
la ‘graduación’ de las fam ilias beneficiarias a corto/m ediano plazo a fin de evitar su dependencia en las transferencias. 

30. En el nuevo m anual operativo, el gobierno no prom ete pagar la prestación m ensual pero m anifiesta solam ente que el 
beneficiario recibirá 36 pagos en un periodo de tres años. 

31. D e hecho, incluso en países que han im plem entado program as TM C por m ás tiem po, el m onitoreo de facto de las 
condicionalidades no siem pre se lleva a cabo y rara vez se im plem entan las reacciones al incum plim iento. Esto apunta a 
la problem ática de que el establecim iento e im plem entación de este sistem a de m onitoreo podría tom ar m ucho tiem po. 

32. Se discutirán detalles del papel desem peñado por las O N G  en Red Solidaria abajo. 

33. Los protocolos de salud incluyen chequeos y vacunaciones program ados conform e a intervalos que varían según la 
edad de los niños. 

34. D iscutirem os los objetivos de los com ités de beneficiarios (com unitarios) en la siguiente sección. Sin em bargo, cabe 
m encionar que las m ujeres son la gran m ayoría. Parece ser extrem adam ente difícil lograr que los hom bres participen. 
A parentem ente la percepción entre los hogares beneficiarios es que cualquier actividad relacionada con el program a 
debe ser realizada por el titular, es decir la m adre o la m ujer que recibe la prestación. N o cabe sorprenderse de que la 
m ayoría de los com ités de beneficiarios elaboren chipas y jabón ya que am bos rubros son tradicionalm ente considerados 
com o actividades fem eninas. 

35. El FISD L es el sucesor del Fondo de Inversión Social (FIS), creado a principios de los 90 con la agenda de desarrollo de 
la época, es decir con un m ando tem poral, un enfoque en proyectos de infraestructura, una orientación basada en la 
dem anda y una fuerte dependencia en los recursos externos. En toda la década de los 90 el fondo logró su perm anencia 
y experim entó varias transform aciones. D esde 1997 su m isión ha sido la ‘erradicación de la pobreza en El Salvador’ y su 
m andato ha incluido un fuerte com ponente de desarrollo local y coordinación con los gobiernos m unicipales. La historia, 
m andato y red nacional del FISD L, a través de sus 44 representantes locales, justificó designarlo com o la agencia 
ejecutora del la Red Solidaria. 

36. En la RPPS hay otros dos program as: a) Abrazo, cuyo objetivo son los niños de la calle que viven en la ciudad capital 
A sunción, y b) Ñ opytyvo, que es bastante sim ilar a Tekoporã pero se focaliza en la población indígena de Puerto Casado. 

37. Los guías fam iliares tienen que correr con el costo del transporte para visitar a las fam ilias a su cargo. La m ayoría de 
los guías fam iliares cuentan con una m oto. 

38. A m bos program as existían antes de la creación de la Red Solidaria. La ESS era sobre todo un proyecto financiado por 
el Banco M undial que incluía la creación de unidades de salud m óviles y la contratación de proveedores de salud privada 
para llegar a las com unidades m ás distantes. La REE se orienta al aum ento de la cobertura y la calidad a través de la 
coordinación de escuelas ubicadas dentro de la m ism a zona geográfica. 



 
 

39. Los datos de la encuesta de evaluación del im pacto m uestran que 75%  de los beneficiarios cuenta con acceso a 
m enos de seis hectáreas y de hecho no cultivan la totalidad. 

40. En el caso de Tekoporã se ha reducido el núm ero m eta de beneficiarios a 28%  de la m eta inicial. 

41. Se ha apuntado a las lim itaciones en la oferta com o la razón principal de estas restricciones. Por lo tanto se necesita 
sobrem anera fortalecer la entrega de educación básica superior a sexto grado en los m unicipios focalizados para elim inar 
este incentivo potencialm ente avieso del program a. 

42. N o obstante, la im plem entación de program as TM C en países sin una tradición establecida de protección social 
puede tener el efecto benéfico indirecto de em pezar a am pliar tanto las instituciones com o la infraestructura que en el 
futuro podrían fungir de base para la entrega efectiva de un conjunto am plio de servicios públicos a la población pobre. 
Sin em bargo, es necesario m ejorar la eficacia de la estructura del program a TM C para llevar esto a cabo en coordinación 
con los gabinetes m inisteriales a corto plazo. 



Centro Internacional para la Pobreza
SBS – Ed. BNDES,10o  andar
70076 900   Brasilia   DF
Brasil

povertycentre@undp-povertycentre.org
www.undp-povertycentre.org
Teléfono   +55  61  2105 5000
Fax   +55  61  2105 5001


